
JUZGADO DÉCIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA
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Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Medio de control

Radicado

Demandante

TRASLADO DE EXCEPCIONES

Artículo 175 parágrafo 2o Ley 1437 de 2011

Reparación Directa

13-001 -33-33-010-2017-00040-00

JAMES SÁNCHEZ OSORIO

Demandado
Fiscalía General de la Nación, Dirección Ejecutiva de Administración
Judicial

De conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 2o del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, se corre
traslado a la parte contraria de las excepciones propuestas en la contestación de la demanda por la
apoderada de la parte demandada, porel término de tres (3)días, en un lugarvisible de la secretaría
del Juzgado, y en la página web de la rama judicial www.ramaiudicial.qov.co
(https://www.ramaiudicial.qov.co/web/iuzgado-10-administrativo-de-cartagena/87 ) hoy dieciocho
(18) de diciembre de dos mil dieciocho (2018), siendo las 8:00 de la mañana

EMPIEZA EL TRASLADO: diecinueve (19) de diciembre de dos mil dieciocho (2018), a las 8:00
a.m.

VENCE TRASLADO: catorce (14) de enero de dos mil diecinueve (2019) a las 5:00 p.m.
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MARÍA DEL PILAR ESCAÑO VIDES

SECRETARIA

Centro, Avenida Daniel Lemaitre Calle 32 # 10-129, 4o piso Edificio Antiguo Telecartagena
E-mail: admin10cqena@cendoi.ramaiudicial.qov.co - Teléfono 6648519 - fax 6647275
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ESD
ORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA

REF: Proceso: No. 13 001 33 33 010 2017 00040 00
Acción: Reparación Directa
Actor: JAMES SÁNCHEZ OSORIO

Demandado: Nación - Rama Judicial

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA

La NACIÓN - RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA -
EJECUTIVA DEADMINISTRACIÓN JUDICIAL, a través de la suscrita apoderada se opone a todas y
cada una de las pretensiones de la demanda, por cuanto no hubo falla del servicio por privación
injusta de la libertad, ya que toda la actuación judicial estuvo soportada en las normas legales y
vigentes.

EN RELACIÓN CON LOS HECHOS:

¿&fe>
mayor de edad, identificada con la cédula^de ciudadanía No.

33.334.966 de Cartagena, portadora de la Tarjeta Profesional No. 108.304 expedida por el Consejo
Superior de la Judicatura, con domicilio y residencia en esta ciudad;' obrando en mi condición de
apoderada de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el Proceso de la referencia, según poder adjunto,
otorgado por el Director Ejecutivo Administración Judicial, Seccional Cartagena-Bolívar, conforme al
artículo 103, numeral 7, de la Ley 270 de 1996, procedo a pronunciarme sobre el escrito de la
Demanda presentada por la parte demandante, en los siguientes términos:

A continuación me pronunciare sobre los hechos en la misma forma como son enunciados por el
demandante:

Del Hecho 1 al 10 se narran circunstancia de índole personal y familiar que no nos constan, razón por
la cual nos atenemos a lo probado dentro del proceso, sin embrago llama especialmente nuestra
atención que en el hecho primero se identifique como víctima principal al señor James Sánchez
Osorío, se diga que nació el 13 de julio de 1968 y que sus padres se llaman Omaira Osorio Giraldo y
Alheño María Sánchez; cuando en la copia sentencia dictada por el Juzgado Único Especializado de
Cañagena apollada con la demanda, se identifica al señor James Sánchez Osorio portador de la
cédula de ciudadanía N° 12.623.064, nacido el 6 de diciembre de 1984, con 27 años de edad e hijo
de Teresa Fruto y Víctor Ariza.

La anterior circunstancia nos hace suponer que quien hoy nos demanda, no es la misma persona que
fuera vinculada al mencionado proceso penal.

11. No existe prueba de la ocurrencia d este hecho

12. No es cierto que el Juez de Conocimiento en la sentencia penal haya reconocido la existencia de
un yerro en el ejercicio de la función judicial. Me atengo a lo dispuesto en el contenido literal de la
providencia en cita.

13. Me atengo a lo probado
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14. Me atengo a lo aprobado, sin embargo es menester recordar que de conformidad con ia
jurisprudencia actual, corresponde al demandante demostrar que su detención eera una carga que no
estaba en la obligación de soportar.

15. No es cierto

16. Este hecho debe ser demostrado

17. No es cierto

18. Este hecho debe ser demostrado

RAZONES DE LA DEFENSA

La responsabilidad del Estado frente a la privación injusta de la libertad ha sido objeto de diversas
interpretaciones, por el H. Consejo de Estado, partiendo del artículo 90 de la Constitución de 1991,
que han pasado por la teoría de la responsabilidad subjetiva, en virtud cual, solamente se daba lugar
a dicha responsabilidad cuando la actuación de los funcionarios judiciales estaba viciada por el error
judicial; se pasó luego a la exigencia de probar el carácter antijurídico de la medida privativa de la
libertad, y a reconocer la antijuridicidad de la misma para los eventos en que la absolución se
realizaba en virtud de las causales a que se refería el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991,
posteriormente la jurisprudencia precisó que ia antijuridicidad de la privación en los eventos del
artículo 414 citado se fincaba no en la ilegalidad de la conducta del agente estatal sino en la
antijuridicidad del daño sufrido y por último se venía reconociendo la responsabilidad objetiva.

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011,
establece en su artículo 270:

"Artículo 270. Sentencias de unificación jurisprudencial. Para los efectos de este Código se tendrán como
sentencias de unificación jurisprudencial las que profiera o haya proferido el Consejo de Estado por
importancia jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de unificaro sentarjurisprudencia;
las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y las relativas al mecanismo eventualde revisión previsto
en el artículo 36A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 12S5 de 2009.

Con fundamento en el artículo transcrito, el Consejo de Estado unificó la jurisprudencia sobre
privación injusta de la libertad, mediante la Sentencia del 17 de octubre de 2013, de la Sección
Tercera, Sala de lo Contencioso Administrativo, Consejero Ponente, Dr. Mauricio Fajardo Gómez, No
de Radicación 52001233100019967459 - 01 (23.354)., de la cual se transcriben los siguientes
apartes:

(...)

''No resulta constitucionalmente viable ni argumentativamente plausible, en consecuencia, sostener que un
precepto contenido en un Decreto confuerza de ley—como el 2700 de 1991, concretamente en su artículo 414—
y ni siquiera en una ley estatutaria, puedan contar con la virtualidad de restringir los alcances que a la
responsabilidad del Estado le vienen determinadosdesde el artículo 90 de la Carta Política, pues según tanto el
Consejo de Estado como la Corte Constitucional lo han señalado, los parámetros a los cuales se ciñe la
responsabilidad patrimonial de las autoridades públicas son los estructurados en el citado artículo 90
constitucional, los cuales bien podrían ser precisados, mas no limitados, por un dispositivo normativo
infi'aconsiitucional; en otros términos y "[EJn definitiva, no resultan compatibles con el artículo 90 de la
Constitución, interpretaciones de normas infraconstitucionales que restrinjan la cláusula general de
responsabilidad que aquél contiene", por consiguiente, ni el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991 ni el
artículo 68 de la Ley 270 de 1996, constituyen fundamento único de la responsabilidad patrimonial del Estado
por privación injusta de la libertad. Tales disposiciones legales precisan, pero de ninguna manera limitan y
menos reemplazan la eficacia directa, vinculante y preferente de los contenidos que respecto de la misma
materia se desprenden del aludido artículo 90 supremo. "

(...)
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"De otro lado, como en anteriores oportunidades lo ha expuesto laSala, resultapertinente explicarpor qué que
no se requiere, ineludiblemente, la concurrencia de un error jurisdiccional o de una detención arbitraria u
ordenada mediante providencia contraria la ley para que se pueda abrir paso la declaratoria judicial de
responsabilidad patrimonial del Estado por laprivación injusta de la libertad de una persona, puesto que a (al
efecto lo único que se hace menester, atendiendo a lospreceptuado porel varias veces mencionado artículo 90
constitucional, es que seacredite lacausación de un daño antijurídico a la persona privada de su libertady que
esedetrimento resulte imputable a la acción o a la omisión de laautoridadjudicial respectiva. "

(...)

"Lo anterior resulta igualmente predicable de aquellos eventos en los cítales la exoneración de responsabilidad
penal del sindicado privado de sulibertad sesustenta en laaplicación delprincipio in dubio pro reo. más aún si
se tiene en cuenta que en la mayor parte de tales casos, lo que se apreciará es que las decisiones judiciales
adoptadas dentro delproceso penalrespectivo resultan rigurosamente ajustadas a Derecho."

(...)

"...la Sala amplió la posibilidad de declarar la responsabilidad del Estado por el hecho de la detención
preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad competente con base en un título objetivo de imputación, a
aquellos eventos en los cuales se causa al individuo un daño antijurídico aunque el mismo se derive de la
aplicación, dentro del proceso penal respectivo, del principio in dubio pro reo, de manera tal que aunque la
privación de la libertad se hubiere producido como resultado de la actividad investigativa correctamente
adelantada porla autoridad competente e incluso cuando se hubiere proferido la medida de aseguramiento con
el lleno de las exigencias legales, lo cierto es que si el imputado no resulta condenado, se abre paso el
reconocimiento de la obligación, a cargo del Estado, de indemnizar los perjuicios irrogados al particular,
siempre que éste nose encuentre enel deberjurídico desoportarlos... "(Subrayas propias)
(...)

"Las aludidas características que acompañan a la libertad constituyen las razones por las cuales, precisamente,
es la excepcionalidad el rasgo distintivo y, al propio tiempo, el principio que informa tanto las regulaciones
normativas como la aplicación de los supuestos en los cuales se encuentrajurídicamente avalada laprivación
de la libertad, en especial cuando a ello se procede, por parte de las autoridades judiciales, como medida
precautelativa dentro un proceso penal, mientras se adelantan las etapas de investigación y/o dejuicio y no se
cuenta, por tanto, con sentencia condenatoria alguna que hubiere establecido, de manera cierta y más allá de
toda duda razonable, la responsabilidadpenal delrespectivo sindicado. "(Subrayas propias)

"...de ninguna manera podría considerarse entonces y menos podría llegar a convertirse en una carga
generalizada que todo individuo tuviere que soportar por el solo hecho de vivir en sociedad, cuestión que
evidencia, de manera palmaria, la antijuridicidad del daño que se irroga a quien se le impone dicha carga a
pesar de que posteriormente se le releva de responsabilidad penal; en modo alguno podría exigírsele a un
individuo que asuma como una carga social normal o jurídica una situación que por definición es
excepcional... "

"Todos los argumentos hasta ahora desarrollados cobran mayor fuerza si se tiene en cuenta que tanto el
fundamento como los intereses o derechos que se encuentran en juego en asuntos como el sub examine,
radicado en cabeza de la persona preventivamente privada de la libertad mientras se surten la investigación
penal o el correspondiente juicio, cuya absolución posteriormente se decide en aplicación del beneficio de la
duda, corresponde, ni más ni menos, que a la presunción constitucional de inocencia, como garantía
consustancial a la condición humana y de la cual, en este Upo de casos, el sindicado goza al momento de ser
detenido, la mantiene durante todo el tiempo por el cualse prolonga su privación de la libertad y. en la medida
en que nunca puede ser desvirtuada por el Estado, cuando se pone término, definitivamente, al procedimiento
penal, la consei-va incólume, de manera tal que, sin solución de continuidad, unapersona a la que ¡a Carta
Política le atribuye y le ha mantenido, sin ambages, la condición de inocente, tuvo que soportar —injusta y
antijurídicamente—quizás la más aflictivade las restricciones a su derechofundamental a la libertad. "

"En conclusión, si se atribuyen y se respetan en casos como el subjudice los alcances que en el sistemajurídico
nacional corresponden tanto a la presunción constitucional de inocencia como al principio-valor-derecho
fundamental a la libertad —cuva privación cautelar está gobernada por el postulado de la excepcionalidad.
según se ha expuesto—, resulta indiferente que el obrarde la Administración de Justicia al proferirla medida de
aseguramiento consistente en detenciónpreventiva y luego absolver de responsabilidad penal al sindicado en
aplicación del principio in dubio pro reo, haya sido un proceder ajustado o contrario a Derecho, en el cual
resulte identificable, o no, una falla en el servicio, un errorjudicial o el obrardoloso o gravemente culposo del
agente judicial, pues si la víctima no se encuentra en el deberjurídicode soportar el dañoque lefue irrogado,
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devendrá en intrascendente -en todo sentido- que elproceso penal hubiere funcionado correctamente, pues lo
cierto será, ante situaciones como la que se deja planteada, que la responsabilidad del Estado deberá
declararse porque, aunque con el noble propósito de garantizar la efectividad de varios de losfines que
informan el funcionamiento de la Administración de justicia, se habrá irrogado un daño especial a un
individuo."

Esta providencia otorga ai Artículo 90 de la Constitución Política, que consagra la responsabilidad
patrimonial del estado por los daños antijurídicos que le sean imputables causados por la acción o por
la omisión de las autoridades públicas, efectos generales sin excepción, significado más amplio, y la
supremacía como norma constitucional, frente al resto de ordenamiento jurídico.

Es así como del análisis de la sentencia se concluye que cuando una persona es sometida a una
medida privativa de la libertad y posteriormente es absuelta, sin importar la ley penal bajo la cual se
tramitó el respectivo proceso penal, o la causal por la cual se profirió la absolución, habrá lugar a
responsabilidad del Estado, en aplicación de la teoría del daño especial, entendido éste como aquel
que el individuo no estaba obligado a soportar, sin que en estos casos, tenga relevancia la juridicidad
de la conducta del agente estatal.

Sin embargo y pese a la posición anteriormente esgrimida, en sentencia proferida el 10 de agosto
de 2015. Consejero Ponente Doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa Radicación
54001233100020000183401 f30134) Sección Tercera dei Consejo de Estado, adoptó otra posición v
cuyo eje está enfocado a realizar un análisis crítico del material probatorio recaudado v así
determinar si los argumentos que sustentan la exoneración penal, como podría ser la
aplicación del principio de la in dubio pro reo, esconde deficiencias en la actividad
investigativa. de recaudo o de valoración probatoria de las autoridades judiciales
intervinientes. que en últimas son las que constituyen la razón verdadera que llevó a absolver
al sindicado o a precluir la investigación penal a su favor.

2La sentencia de unificación señala también que si bien el régimen de responsabilidad aplicable al
caso de la persona privada de la libertad que finalmente resulta exonerada penalmente ya sea por
sentencia absolutoria o su equivalente, es el régimen objetivo del daño especial; ello no es óbice para
que también concurran los elementos necesarios para declarar la responsabilidad del Estado porfalla
en el servicio, caso este en el cual se determina y aconseja fallar bajo el régimen subjetivo.

No obstante lo anterior, a la hora de resolver el caso concreto, esto es, en la ratio decidendi del
fallo, la Sala Plena de la Sección Tercera habilita al juez contencioso administrativo para que
en el marco de su competencia, a la hora de resolver sobre la responsabilidad del Estado en
los casos en que una persona es privada injustamente de la libertad en el desarrollo de una
investigación penal, y finalmente resulta exonerada penalmente mediante la expedición de un
fallo absolutorio a su favor o mediante decisión equivalente, para que realice un análisis
crítico del material probatorio recaudado y así determine si los argumentos que sustentan la
exoneración penal, como podría ser la aplicación del principio de la in dubio pro reo, esconde
deficiencias en la actividad investigativa. de recaudo o de valoración probatoria de las
autoridades judiciales intervinientes. gue en últimas son las gue constituyen la razón
verdadera gue llevó a absolver al sindicado o a precluir la investigación penal a su favor.

De la valoración que el juez contencioso administrativo hace de la actividad realizada por las
autoridadesjudiciales intervinientes se puede desprender la concurrencia de otro tipo de hechos y de
razonamientos que fueron y/o deberían haber sido los que fundamentaron la exoneración penal,
situación está que incide en la identificación del título en el cual habría de sustentarse la declaratoria
de responsabilidad del Estado, tal como quedó sentado por la Sala Plena de la Sección Tercera (ratio
decidendi) al señalar lo siguiente:

"Sin embargo, ha puesto de presente la Sección Tercera de esta Corporación que el Juez de lo Contencioso
Administrativo se encuentra llamado a realizar -como en todos los casos- un análisis crítico del material
probatorio recaudado en el plenario a efectos de establecer, aún cuando el Juez Penal u otra autoridad lo
hayan afirmado o indicado expresamente ya, si en realidad la absolución de responsabilidad penal del
sindicado se produjo, o no. en aplicación del aludido beneficio de la duda o si, más bien, la invocación de éste
esconde la concurrencia de otro tipo de hechos y de razonamientos quefueron y/o deberían haber sido los que
sustentaran la exoneración penal, como, por ejemplo, deficiencias en la actividadinvestigativa, de recaudo o de
valoración probatoria por parte de las autoridades judiciales intervinientes, extremo que sin duda puede tener
incidenciaen la identificación de titulode imputación en el cual habríade sustentarse una eventualdeclaratoria
de responsabilidad patrimonial del Estado, al igual que en el examen respecto de la procedencia de la
instauración y lasposibilidades de éxito de la acción de repetición en contra de los servidores públicos que con
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su actuar dolosoo gravemente culposo pudieren haber dadolugar a la imposición de la condena en contra de la
entidad estatal demandada".

Analizadas las anteriores decisiones de manera contrastada y crítica, la Sala encuentra que se presenta un
claro supuesto dedeficiencia o insuficiencia enla valoración probatoria, lo que exige que nopuede afirmarse la
atribución o imputación de la responsabilidad a la entidad demandada por la simple operancia del in dubio pro
reo, ya que el juez administrativo no puede ser un operador mecánico, sino que debe corresponderse con los
mandatos convencionales y constitucionales de la justicia material, porque como bien lo ha señalado el
precedente de la Salasi enel mismo proceso se llegaalfinal a absolver, estono es indicativo "de que hubo algo
indebido en la detención ", sin que esto constituya reelaboración alguna de la valoración probatoria efectuada
por la jurisdicción penal.

Del estudio de los hechos señalados en la demanda, y del análisis de la sentencia absolutoria
proferida a favor de JAIMES SANCHES OSORIO, obedeció a la deficiencia probatoria por parte del
ente acusador para demostrar la responsabilidad penal por el delito de acto sexual abusivo con
menor de catorce años, dado que todas las pruebas valoradas en el juicio oral fueron de referencia, y
en el Ordenamiento Jurídico no se puede condenar bajo dichos medios de pruebas, concluyendo así,
la duda generada en cuanto a la realización de la conducta punible acusada.

Conforme a los argumentos transcritos, se puede concluir que, la teoría presentada por la fiscalía al
, inicio del juicio oral, no encontró respaldo en las pruebas legalmente recaudadas y arrimadas al

W proceso, y que se presentaron falencias de tipo probatorio que conllevaron a que el Juez con
Funciones de Conocimiento no pudiese emitir sentencia condenatoria ante el hecho de que no se
encontraba demostrada la responsabilidad del demandante.

En resumen, el juez con funciones de control de garantías que actuó durante el proceso penal,
cumplió las funciones que le asigna la Ley 906 de 2004, las audiencias por él dirigidas fueron
audiencias preliminares, en las cuales, no se discute la responsabilidad penal de los imputados, por
cuanto el juez con funciones de control de garantías, trabaja con elementos probatorios, evidencia
física e información legalmente obtenida, elementos que no constituyen plena prueba y por ende, no
son suficientes para discutir la responsabilidad, por lo cual la medida de aseguramiento impuesta a
los demandantes obedeció a principios de razonabilidad, proporcionalidad y ponderación.

En la audiencia de imputación e imposición de medidas de aseguramiento que tuvo a su cargo el
Juez de Control de Garantías, con base en las pruebas aportadas por la Fiscalía, se podía inferir de
manera razonada la necesidad de la medida más no la RESPONSABILIDAD del imputado en el delito
endilgado, de tal manera que el resultado dañoso, resulta imputable a la actuación en cita y de allí

f-. que se diga desde ya, que se presenta carencia absoluta de responsabilidad de la Rama Judicial, por
(^ ausencia de nexo causal, pues resulta evidente que la privación de ia libertad de JAIMES SANCHES

OSORIO, desde el punto de vista de la causalidad material, fue producto de la actuación del ente
investigador, lo que rompe el nexo de causalidad entre el acto jurisdiccional de privación de la libertad
y el daño que se alega como irrogado.

Cuando la fiscalía incumple sus deberes probatorios, y el juez debe absolver al procesado no surge la
responsabilidad del Estado respecto de la Nación - Rama Judicial, porque la privación de la libertad,
tuvo origen en el caudal probatorio allegado inicialmente por el ente investigador, el cual
posteriormente no reunió los requisitos para convertirse en plena prueba y ser el soporte de una
decisión condenatoria.

Acogiendo lo señalado en la recientemente jurisprudencia del Consejo de Estado (agosto 10 de
2015) La Sala, encuentra, que el presente caso encuadra en una excepción a la aplicación del
régimen de responsabilidad objetivo, se reitera, a los casos de privación injusta de la libertad,
establecida en la sentencia de unificación de la Sala Plena de Sección Tercera del 17 de octubre de
2013, al facultar al juez administrativo para estudiar de manera crítica el material probatorio en orden
a determinar si el fundamento de la exoneración penal en realidad escondía deficiencias en la
actividad investigativa, de recaudo o de valoración probatoria, procediendo así una excepción a la
imputabilidad de responsabilidad del Estado. En concordancia también con la sentencia de unificación
de la Sección Tercera de 23 de agosto de 2012, expediente 24392, que determinó la procedencia del
examen de los diferentes fundamentos de responsabilidad, sin limitar el juzgamiento de la Sala a uno
u otro específico.

Por lo anterior, además es claro que no era jurídicamente viable para el juez de control de garantías
entrar a hacer juicios de responsabilidad penal del imputado, únicamente podía verificar que del
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caudal probatorio allegado a la audiencia de imputación y la solicitud de medida de aseguramiento, se
pudiera inferir razonadamente la participación del imputado en calidad de autor o copartícipe,
circunstancia que no se modificó con ocasión de la sentencia absolutoria proferida por el juez del
conocimiento, máxime cuando por tratarse de un delito contra menor de edad, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 199 de la Ley 1098 de 2009, el sindicado no puede ser objeto de los
subrogados penales de la Ley 906 de 2004, lo que nos permite concluir que la Rama Judicial no es
responsable de la privación de la libertad, por cuanto el juez de control de garantías solo podía dar
cumplimiento al imperativo legal.

Así las cosas es evidente que el daño generado al hoy demandante no tiene el carácter de
antijurídico

Finalmente, en cuanto a las actuaciones y decisiones de los agentes judicialesque intervinieron en el
proceso penal al que resultó vinculado el demandante, se emitieron en cumplimiento de la
Constitución Política y la ley, ya que se dictaron con fundamento en información legalmente obtenida
allegada por la Fiscalía, razón por la cual, no se desvirtuó que los actos jurisdiccionales restrictivos
de la libertad del demandante, no fuesen actos legales y normales de la Administración de Justicia.

Así entonces, no hay responsabilidad del Estado - Rama Judicial - que deba indemnizar por el
debido cumplimiento de la ley, porlo que con el debido respeto solicito DENEGAR todas y cada una
de ¡as pretensiones de la demanday absolverde todo cargo a la entidad que represento.

EXCEPCIONES

FALTA DE RELACIÓN CAUSAL ENTRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA Y PERSONA DEL
DEMANDADO - HECHO DE UN TERCERO

Esta excepción resulta de estudiarla obvia relación que debe existir entre los hechos generadores del
perjuicio, las personas que no estando obligados a soportar las cargas lo hacen convirtiéndose en
directas perjudicadas y la persona que da origen al injusto que debe indemnizarse; para obtener un
fallo que condene al pago de una indemnización porla ocurrencia de unos perjuicios.

Es decir, para que la Administración Judicial o cualquier miembro del Estado o cualquier persona
natural o jurídica sea condenada a la indemnización de perjuicios por la ocurrencia de un hecho
dañino, es menester que además de demostrarse la ocurrencia del hecho generador del daño, se
demuestren claramente los tres extremos de la relación causal, que no son otros que la relación entre
el hecho causante del daño, la persona perjudicada con el hecho y la persona causante del hecho.

El daño es un requisito indispensable para que surja la responsabilidad, es más debe considerarse el
punto de partida, pero su existencia es independiente de que haya o no un responsable que deba
repararlo. Encontrar al responsable que debe indemnizar el es un problema de imputación psicofísica
y de atribución jurídica del deber de demostrar como carga procesal atribuible exclusivamente al
demandante.

Así las cosas debe observarse que dentro del proceso de reparación por responsabilidad de algún
agente el Estado deben estar presentes tres elementos distintos pero excluyentes como son: la
ocurrencia del daño, la imputación del mismo y el deber de reparar en cabeza de la persona que
resultare responsable por la ocurrencia del hecho que genero los perjuicios discutidos.

Es indispensable, para efectos de identificar cual es la autoridad administrativa llamada a responder
por la generación de un daño, establecer la existencia de relación causal adecuada, entre el hecho (u
omisión del demandado), y la generación del perjuicio reclamado, entendiendo esto, como un
requisito imprescindible e inexcusable de la responsabilidad.

El maestro LE TOURNEAU, con su reconocida claridad, ha expuesto que "la causalidad es
consustancial a la responsabilidad, porque no se puede imaginar la una sin la otra; si ella no existe,
no existe responsabilidad sino un fruto del azar".

Correctamente se ha juzgado, que siempre será requisito ineludible la exigencia de relación de
causalidad entre la conducta activa o pasiva del demandado y el resultado dañoso, de tal modo que
la responsabilidad se desvanece si el expresado nexo causal no ha podido concentrarse; por lo que
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en innumerables fallos se ha rechazado la pretensión resarcitoria alnohaber podido establecerse con
certeza la presencia de una adecuada relación causal entre la sintomatología que dijo haber sufrido ia
accionante y el hecho al que asigna el origen de su sentir.

El ligamen causal es el elemento que vincula el daño directamente con el hecho e indirectamente con
el factor de imputabilidad subjetiva o de atribución objetiva del daño; constituye un factor aglutinante
que hace que el daño y la culpa, o en su caso, el riesgo, se integren en ¡a unidad de¡ acto que es
fuente de ¡a obligación de indemnizar. Es un elemento objetivo porque alude a un vínculo extemo
entre e¡ daño y e¡ hecho de la persona.

El nexo causal que ocasionó la privación de la libertad del demandante no es imputable a la
Rama Judicial, específicamente al Juez de Control de Garantías, sino al hecho de un tercero.
en este caso atribuible a la Fiscalía quien formula imputación y acusación en contra del
demandante sin contar con elementos materiales probatorios suficientes para hacer la
incriminación, máxime cuando en el curso del proceso provocado por ella reconoce la ausencia
de pruebas y solicita la absolución del proceso.

Veamos cómo se desarrolló el proceso desde el escrito de acusación presentado porla Fiscalía
con las pruebas que pretendía hacer valer y la forma en que resulto la Incorporación de las
mismas para la variación d la solicitud del ente acusador de condena a absolución

Alegatos de la Fiscalía

DE LOS ALEGATOS FINALES:

Los sujetos procesales fueron partidarios de la absolución, coadyuvando la
solicitud de absolución que hizo el representante del ente acusador,

reafirmando la presunción de inocencia, cuando hubiese ausencia de tales

pruebas incrirriinatorias.

RESPUESTA A LOS ALEGATOS DE LAS PARTES:

Con respecto de los alegatos de la Fiscalía, cuya obligación constitucional es la

de iniciar las investigaciones penales, en esta ocasión consideró que no era

necesario ejercer la practica del debate cruzado en estadio de Juicio,

renunciando a sus pruebas, y solicitando ante este despacho sentencia

absolutoria a favor de quienes en principio fueron sujetos activos de la acción

penal. Este despacho no encuentra inconveniente alguno de hacer valer la

garantía primaria que goza todo ciudadano en el que se le presume inocente

hasta no ser vencido en juicio.

Por todo lo antes expuesto, el Juzgado Penal del Circuito Especializado

Adjunto de Cartagena, administrando justicia en nombre de la República de

Colombia y por autoridad de la Ley,
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Esto estableció en la sentencia

(...)

Es precisamente el contenido de la Ley y la enseñanza de la Jurisprudencia lo
que nos hace puntualizar, que en caso examinado, al no haber pruebas que
valorar, -porque la Fiscalía renunció a ellas y la defensa tampoco presentó
testigos a juicio-, por sustracción de materia no es posible edificar sentencia de

condena, que como ya se ilustró, requiere un acervo probatorio que
confrontado con otros elementos de juicio y examinado conjuntamente, lleve
al Juez al convencimiento en grado sumo como lo exige la Legislación
Procedimental Penal vigente. Luego entonces, al no haber pruebas
mcriminatorias que valorar, no puede construirse decisión adversa al

procesado, emergiendo la presunción de inocencia como un principio de
Rango Constitucional, que a esta altura, dadas las circunstancias, adquiere una
mayor necesidad de aplicación.

En efecto, la convicción sobre la responsabilidad del procesado "más allá de toda duda",
corresponde a un estadio del conocimiento propio de la certeza racional y, por tanto,
relativa, dado que la certeza absoluta resulta imposible desde la perspectiva de la
gnoseología en el ámbito de las humanidades e inclusive en la relación sujeto que
aprehende y objeto aprehendido.

En consecuencia, sólo cuando no searriba a dicha certeza relativa de índole racional ante

la presencia de dudas sobre la materialidad y existencia del delito investigado osobre la
responsabilidad del acusado, siempre que, en todo caso, dichas dudas tengan entidad y
suficiencia como para crear incertidumbre sobre tales aspectos que tienen que ser
debidamente acreditados con medios de prueba reales y posibles en cada caso concreto, no

con elementos de convicción ideales o imposibles, ahí, en tal momento, es posible acudir a
la aplicación del principio in dubio pro reo, esto es, resolver la vacilación probatoria en
punto de la demostración de la verdad, afavor del acusado, ... --'-". -"""" 7"'"

(...)

Asilas cosas, para que una entidad estatal entre a responder por un perjuicio debe serla actora
del hecho u omisión que cause el daño antijurídico al particular y en el presente caso la Rama
Judicialno ha ocasionado con su actuación perjuicio alguno al demandante.

Así las cosas, como quiera que la Rama Judicial no participó por acción u omisión del hecho que
constituye el supuesto fáctico susceptible de ser indemnizado, no existe una relación de nexo causal,
entre el actuar de la Rama Judicial, la identidad de la persona llamada a responder y la generación
del daño cuyo resarcimiento de exige; así como se demostrara en el proceso que la intervención
determinante de la Fiscalía generalde la Nación provocó las resultas del proceso penal al abandonar
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el cumplimiento de sus funciones, omitir el aporte de las pruebas recaudadas y posteriormente
solicitarla absolución de los indiciados.

Portodo lo anterior nuevamente solicito quela Rama Judicial sea exonerada de la condena solicitada
por los demandantes; y/o que de resultar demostrados tos perjuicios demandados, solo le sean
aplicables alresto de los demandados de conformidad con su grado departicipación.

HECHO DE UN TERCERO

El hecho de un tercero como causal de exoneración consiste en la intervención exclusiva de un
agente jurídicamente ajeno al demandado, en la producción de un daño. Para que el hecho de un
tercero tenga poder exoneratorio, dicha conducta debe reunir las mismas características de
imprevisibilidad e irrestibilidad que se requieren para la fuerza mayor y el caso fortuito. Asimismo, la
intervención del tercero debe ser esencial para la producción del perjuicio.

Requisitos y Efectos:

1. El hecho debe ser causado por un tercero. Es decir, el fenómeno debe ser producido por cualquier
persona que carece de relación de dependencia jurídica con el demandado y por la cual éste no tiene
obligación de responder.

2. El hecho debe ser irresistible. Es decir, el hecho de un tercero debe poner al demandado - a pesar
de sus mayores esfuerzos - en imposibilidad de evitar el daño.

3. El hecho debe ser imprevisto. Es decir, debe ser un evento de un carácter tan remotamente
probable ysúbito que ni siquiera una persona diligente hubiera razonablemente tomado medidas para
precaverlo.

4. Dentro de las concausas que puedan concurrir para la producción del perjuicio, la conducta del
tercero debe desempeñar un papel exclusivo o esencial.

5. El hecho de un tercero es una modalidad de causa extraña, el cual rompe el vínculo de causalidad
entre el perjuicio sufrido y la conducta del demandado. Genera, en consecuencia, sentencia
desestimatoria de cualquier pretensión de declaratoria de responsabilidad civil, ya sea contractual o
extracontractual.

6. Cuando el hecho de un tercero ha prosperado como excepción de fondo y causal de exoneración
de responsabilidad civil, el demandante vencido tiene la posibilidad iniciar un proceso separado en
contra de dicho tercero para solicitar la reparación del perjuicio.

7. Cuando el hecho de un tercero no es la causa esencial para la producción del daño, serán
solidariamente responsables de tal perjuicio el tercero y el demandado, siguiendo la regla establecida
por el artículo 2344 del Código Civil.

Esta causal de exoneración parte del supuesto inicial, según el cual, el causante directo del daño es
un tercero ajeno a las partes intervinientes en el juicio de responsabilidad. No son terceros las
personas a quienes además del demandado, la ley adjudica responsabilidad solidaria o indistinta y
que por ende resultan co-obligados. Jurídicamente solo es tercero alguien extraño, por quien no se
debe responder; es decir, no vinculado con el sujeto contra el que se dirige la acción resarcitoria. A
este respecto ha establecido la jurisprudencia:

"Por otra parte, en relación con la causal de exoneración consistente en el hecho de un tercero, la
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la misma se configura siempre y cuando se
demuestre que la circunstancia extraña es completamente ajena al servicio y que este último no se
encuentra vinculado en manera alguna con la actuación de aquél". (Consejo de Estado, Sección
Tercera, sentencia del 26 de marzo de 2008, expediente 16530. Ver en mismo sentido: Consejo de
Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de febrero de 2010, expediente 17179)

La jurisprudencia contenciosa ha considerado que para que se presente la figura del hecho del
tercero como causal de exoneración de responsabilidad, es necesario que confluyan los siguientes
elementos:
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a. Debeser un hecho único exclusivo y determinante del daño producido

b. Debe ser un hecho producido por circunstancias imprevisibles e irresistibles para quien lo alega

a) El hecho del tercero debe ser causa exclusiva única y determinante del daño para que se convierta
en exoneratorio de responsabilidad. El supuesto más común del hecho del tercero es aquel en el cual
la participación del alguien extraño al demandante y al demandado fue el verdadero causante del
daño y en este sentido, se configura una inexistencia del nexo causal. No obstante, también hay
casos en los cuales el hechofue causado desde el punto de vista fáctico porel demandado, quien vio
determinada su conducta por el actuar de un tercero, haciendo que el daño sea imputable a ese
tercero de forma exclusiva, como en el caso de la legítima defensa cuando el daño producto de esa
defensa se causa a alguien distinto de aquel cuya agresión se pretende repeler. En este último caso
nos encontramos frente a una imposibilidad de imputación, puesto que la defensa fue determinada
por el hecho del tercero agresor. (Ver en este sentido, salvamento de voto del Magistrado Alier
Hernández a sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado del 28 de agosto de 2002,
expediente 10952

Ahora bien, en el evento en que el hecho del tercero aparezca junto con el actuar del demandado
como concausa en la producción del daño, lo que se genera es una solidaridad entre ellos como
coautores del daño tal como lo establece el artículo 2344 del Código Civil, pudiendo la víctima
perseguir por el total de la indemnización a todos o a cualquiera de ellos indistintamente. Ha dicho el
Consejo de Estado al respecto: "El concurso de conductas eficientes en la producción de un daño,
provenientes de personas distintas a la víctima directa, genera obligación solidaria y, por lo tanto, el
dañado puede exigir la obligación de indemnización a cualquiera de las personas que participaron en
la producción del daño (arts. 2344 y 1568 Código Civil). Por consiguiente, cuando la conducta del
tercero no es única ni exclusiva, sino coparticipada en forma eficiente y adecuada con la del
demandado (s), el afectado puede pedir la declaratoria de responsabilidad de uno o de todos los
deudores solidarios (art. 1571 ibídem). Esta es la situación por la cual la coparticipación del tercero no
es constitutiva de exonerante de responsabilidad; para que la conducta del tercero fuera exonerante
se requeriría su exclusividad y, además, que fuera determinante en la producción del daño. Debe
recordarse que:

• La solidaridad de los deudores se produce en relación con la parte demandante y que entre los
deudores solidarios la obligación de cada uno es conjunta y, por lo tanto, admite división o separación
(art. 1579 ibídem).

• El demandante puede dirigir su demanda por hechos como el descrito, de concurrencia conductas
entre demandado y tercero, contra uno de estos o contra todos.

• El demandado tiene derecho legal para cuando el demandante no citó a juicio otras personas como
autoras del daño que sufrió, de una parte, para llamarlas a juicios para que se defina en la sentencia
el reembolso a que tenga derecho (art. 1579 ibídem); en tal sentido puede verse la sentencia
proferida el 26 de abril de este año (Expediente 12917). De otra parte, el demandado, desde otro
punto de vista, puede también iniciar proceso contra el tercero que cooperó con él en la producción
del daño, después de haber indemnizado totalmente a las víctimas, como consecuencia de la
condena que se le impuso". (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 22 de junio de 2001,
expediente 13233)

b) Por otra parte, el hecho del tercero debe tener las características de toda causa extraña y en
consecuencia debe ser irresistible e imprevisible, puesto que si se prueba que el hecho del tercero
pudo haber sido previsto y/o evitado por el demandado que así no lo hizo, le debe ser considerado
imputable conforme al principio según el cual "no evitar un resultado que se tiene la obligación de
impedir, equivale a producirlo". (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 24 de agosto de
1989, expediente 5693).

Respecto de la existencia de estas dos características que deben estar presentes, ha dicho la
jurisprudencia:

"...Se recuerda que el hecho del tercero para valer como causal exonerativa de responsabilidad debía
ser, en el sub judice, irresistible e imprevisible para el Estado Colombiano, en razón a que si estaba
en condiciones de preverlo o de resistirlo, como en efecto lo estuvo y a pesar de ello no lo hizo, o lo
hizo deficientemente, tal comportamiento culposo administrativo que vincula su conducta con el
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referido daño, bien puede considerarse como causa generadora de éste, sin que en tales condiciones
resulte interrumpida la relación de causalidad anteriormente advertida.

"En torno al tema analizado, cabe recordar el fallo del 24 de agosto de 1989, expediente 5693, del
cual fue ponente el señor consejero doctor Gustavo de Greiff Restrepo cuyos apartes pertinentes
contienen: "La doctrina es unánime al considerar que para el hecho del tercero pueda configurarse
como causal de exoneración de responsabilidad, es indispensable que pueda tenérsele como causa
exclusiva del daño, producida en tales circunstancias que sea imprevisible e irresistible para que
reúna las característicasde una causa extraña, ajena a la conductade quien produjo el daño.

"Se hace notorio que el hecho del tercero deba ser imprevisible puesto que si puede ser prevenido o
evitado por el ofensor, le debe ser considerado imputable conforme al principio según el cual 'no
evitar un resultado que se tiene la obligación de impedir, equivale a producirlo'. Y debe ser irresistible
puesto que si el causante del daño puede válidamente oponerse a él y evitarlo, luego no lo puede
alegar como causal de exoneración", (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de
agosto de 1994, expediente 9276, tomado de La responsabilidad extracontractual de la
Administración Pública. Ramiro Saavedra Becerra. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 3a
reimpresión, pp. 589-590).

En este orden de ideas, resulta evidente cómo para la jurisprudencia del Consejo de Estado, el hecho
del tercero debe revestirse de los requisitos de exterioridad, imprevisibilidad e irresistibilidad para que
pueda ser considerado como una causa extraña que pueda impedir la imputación.

Lo anterior puede evidenciarse al realizar la revisión detallada del expediente penal que deberá ser
incorporado a este expediente

En razón a lo anterior, invitamos al despacho a realizar un exhaustivo examen de la conducta
desplegada por los agente de la policía que rindieron el informe que dio inicio al proceso penal, así
como la del ente investigador el cual renuncia a su facultad acusadora, luego de ser enfático al
momento de solicitar la medida de aseguramiento y presentar el escrito de acusación.

LA INNOMINADA.

De conformidad con lo preceptuado en el CPACA., solicito se decrete aquella que el fallador
encuentre probada.

PETICIONES

1.- Que se declaren las Excepciones propuestas o las que se encuentren probadas y NO se hagan
los pronunciamientos de fondo sobre las pretensiones de la Demanda.

2.- Con las pruebas que obran en el expediente, téngase por NO probadas las afirmaciones hechas
en el libelo demandatorio.

3.- Que se desechen, por improcedentes, todas y cada una de las Pretensiones de la parte
demandante, por las razones de hecho y de derecho expuestas en este escrito, y, en su lugar, se
declare que, la Nación, NO tiene responsabilidad administrativa alguna en los hechos que originaron
este Proceso.

PRUEBAS

1. Expediente solicitado por el despacho

2. Las que obran en el proceso.

3. Las que el despacho considere conducentes decretar.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Artículos 144, numeral 3 y 164 del C.C.A. y demás normas concordantes y pertinentes que sean
aplicables.

Art. 28, 29, 249 de la C. Política.

Artículo 49 de la Ley 446 de 1998.

Ley 270 de 1996.

ANEXOS

PODER otorgado por el Doctor HERNANDO DARÍO SIERRA PORTO, en su calidad de Director
Ejecutivo de Administración Judicial, Seccional Cartagena.

Resolución No. 4293 de Agosto 21 de 2014, expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración
Judicial "Por medio de la cual se hace un nombramiento

Acta de Posesión de Agosto 26 de 2014 del Director Ejecutivo Seccional

NOTIFICACIONES

La suscrita apoderada y mi mandante las recibiremos en la Secretaría del Tribunal Administrativo de
Bolívar o en la sede de la Dirección Seccional de Administración Judicial de esta ciudad, ubicadas en
el Centro, Calle del Cuartel Edif. Cuartel del Fijo Piso 2 Teléfono 6647808.

Dirección electrónica notificaciones: dsajctgnotif@cendoj.ramajudicial.gov.co;

Aldemandante en la dirección que aparece en la demanda.

ÍRBOZA PAJARO
C. C. No. 3$ 334.966 de Cartagena
T. P. No. 108.304 del C. S. de la J
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JUZGADO DÉCIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
CARTAGENA
ESD

REF: Proceso: No. 13 001 33 33 010 2017 00040 00
Acción: Reparación Directa
Actor: JAMES SÁNCHEZ OSORIO
Demandado: Nación - Rama Judicial

HERNANDO DARÍO SIERRA PORTO, mayor, vecino de esta ciudad, con cédula
de ciudadanía No. 73.131.106 de Cartagena, en micondición de Director Ejecutivo
de Administración Judicial, Seccional Cartagena-Bolívar, cargo para el cual fui
nombrado por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, mediante
Resolución No. 4293 de Agosto 21 de 2014 y Acta de Posesión de Agosto 26 de
2014, que adjunto, en cumplimiento del Artículo 103, numeral 7, de la Ley270 de
1.996, confiero Poder Especial, amplio y suficiente a la Doctora SHIRLY
BARBOZA PAJARO, identificada con cédula de ciudadanía No. 33.334.966 de
Cartagena y Tarjeta Profesional de Abogado No. 108.304 del Consejo Superior de
la Judicatura, para que en su calidad de abogada de ¡a Dirección Ejecutiva
Seccional de Administración Judicial de Cartagena-Bolívar, asuma la
representación y defensa de la Nación- Rama Judicial en el proceso de la
referencia.

La Acoderada queda facultada para desistir, transigir, sustituir, reasumir, conciliar,
propi >ner exc&ociones, incidentes, tacha de falsedad, interponer recursos, actuar
en negunop instancia y hacer todo cuanto sea necesario para cumplir

' >mandato, y en general las facultades del'articulaUdeLCódig®^
enoral Pi¡ 50.

Sirva] inocede rsonería

HERN ANDO DARÍO SIERR1
C.C. No. 73.131.106 de Catffa:gen@?ic*>,\

I
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Doctora:

HAISARY CASTAÑO VILLA
JUZGADO DÉCIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA j' 2 OCT. 2018
E. S. D.

Ref.: Medio de Control:

Actor:

Demandado:

Radicado:

REPARACIÓN DIRECTA
JAMES SÁNCHEZ OSORIO
NACION-FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN
-RAMA JUDICIAL

13-001-33-33-010-2017-00040-00

4

MARGARITA SOFÍA OSTAU DE LAFONT PAYARES, identificado con la cédula de
ciudadanía número 45.495.730 de Cartagena, con Tarjeta Profesional número 90027 del
Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada ESPECIAL* DE LA
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de conformidad al poder que acompaño y sus
anexos otorgado por la Directora Jurídica de la entidad, quien ostenta la calidad de
representante legal con base en la delegación realizada por el señor Fiscal General de la
Nación mediante Resolución No. 0303 del 20 de marzo del 2018, por medio del presente
escrito me permito presentar contestación de la demanda impetrada por el señor, JAMES
SÁNCHEZ OSORIO a través de su apoderado en los siguientes términos:.

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA:

Con relación a los dieciocho (18) hechos narrados por el apoderado del señor, JAMES
SÁNCHEZ OSORIO me permito manifestar que no me constan, razón por la que me
atengo a lo que de ellos resulte probado en legal forma dentro de este proceso
administrativo, guarden relación con las pretensiones del libelo demandatorio, y
comprometan la responsabilidad administrativa y patrimonial de la Entidad que
represento.

OBJECIÓN CUANTÍA:

De acuerdo con las pretensiones económicas del actor y basándome en las pruebas que
fueron allegadas con la demanda, me permito manifestar con base en lo señalado en el
artículo 167 del CGP que le corresponde al actor probar los presupuestos fácticos de sus
pretensiones, porque no basta solo con hacer mención de los mismos sino que se deben
aportar las pruebas que soporten la solicitud en cuestión.

Por lo anteriormente expuesto es que se solicita a la señora Juez que ordene la regulación
de dichos perjuicios con base en las pruebas aportadas con el libelo introductorio y las que
se alleguen en las distintas etapas probatorias, si hay lugar a ello.

DIRECCIÓN ASUNTOS JURÍDICOS BARRANQUILLA
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RAZONES DE LA DEFENSA:

La parte actora solicita se declare administrativamente y patrimonialmente responsables a
la NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, por los perjuicios
materiales e inmateriales ocasionados al señor JAMES SÁNCHEZ OSORIO, con- ocasión
de la privación de la libertad de la que fue objeto.

Como consecuencia de la anterior declaración CONDÉNESE a la NACIÓN-FISCALÍA
GENERAL DE LA NACION-RAMA JUDICIAL, a indemnizar a los demandantes o a
quien represente sus derechos los perjuicios causados con la privación de la libertad del
señor JAMES SÁNCHEZ OSORIO

Al respecto fuerza señalar señora Juez, que en el sub judice no se configuran
los supuestos esenciales que permitan estructurar ninguna clase de
responsabilidad en cabeza de mí representada por las siguientes razones:

La actuación de la Fiscalía General de la Nación, se surtió de conformidad con la
Constitución Política y las disposiciones sustanciales y procedimentales vigentes para la
época de los hechos (Ley 906/2004), actuación de la cual no es ajustado a derecho
predicar un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, ninguna clase de
error, ni mucho menos privación injusta de la libertad del señor JAMES SÁNCHEZ
OSORIO

Es preciso recordar que la Fiscalía General de la Nación fue creada por inspiración
constitucional, teniendo precisas funciones que cumplir, las que además se determinan
entre otros ordenamientos en el estatuto procedimental penal.

Por tanto el señor JAMES SÁNCHEZ OSORIO fue capturado el 17 de febrero de 2012
por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, por tal hecho se le abrió una
investigación y a raíz de esta se le impuso medida de aseguramiento, el señor* JAMES
SÁNCHEZ OSORIO estuvo recluido en la cárcel san Sebastián de ternera de la ciudad de
Cartagena. Mediante sentencia de 17 de febrero de 2015, el juzgado único penal
especializado del circuito de Cartagena decide absolver al señor JAMES SÁNCHEZ
OSORIO por el delito mencionado.

En el derecho colombiano, la regla general consiste en que las obligaciones a cargo de la
administración, como consecuencia del principio constitucional contenido en el Artículo 6o,
deben ser

Determinadas, especificadas por las Leyes o los reglamentos que se expidan para precisar
las funciones que a cada organismo administrativo corresponda ejecutar.

En este orden de ideas, la Fiscalía General de la Nación, en el caso en estudio, obró de
conformidad con lo establecido en el Artículo 250 de la Carta, que para.la época de los
hechos señaló sus funciones, recordemos:
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"...ARTICULO 250.- Modificado. A. L 3/2002, art. 2o.

La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción
penal v realizar la investigación de los hechos que revistan las características de
un delito gue lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición. especial,
querella o de oficio, siempre v cuando medien suficientes motivos v circunstancias
fácticas gue indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia,
suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca
la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política
criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por
miembros de la fuerza pública en servicio activoy en relación con elmismoservicio.

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá:

1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas
necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal,
la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en especial, de
las víctimas.

El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en
ningún caso, el juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya
ejercido esta función.

La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar
excepcionalmente capturas; igualmente, la ley fijará los límites y eventos en
que proceda la captura. En estos casos el juez que cumpla la función de
control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36)
horas siguientes. (...)

4. Presentar escrito de acusación ante eljuez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un
juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con
todas las garantías.

5. Solicitar ante eljuez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según
lo dispuesto en la ley no hubiereméritopara acusar.

6. Solicitar ante eljuez de conocimiento las medidasjudiciales necesarias para la asistencia
a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación a los
afectados con el delito. (...)

9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley.

Elfiscalgeneraly sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional.

En el evento de presentarse escrito de acusación, el fiscalgeneral o sus delegadosdeberán
suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e
informaciones de que tenga noticia incluidos los que sean favorables al procesado...".
(Negrillas y subrayas fuera de texto).

La disposición antes transcrita se encuentra desarrollada tanto en la norma sustancial
como en la de procedimiento Penal, el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la
Nación, y demás normas concordantes y procedimentales vigentes para la época de los
hechos. Veamos:
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La ley 906 de 2004, por la cual se expidió en nuevo Código de Procedimiento Penal,
establece en el artículo 306:

nSolicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal solicitará al juez de
control de garantías imponer medida de aseguramiento, indicando la persona, el
delito, los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los
cuales se evaluaránen audienciapermitiendoa la defensa la controversia pertinente.

Escuchados ios argumentos del fiscal, Ministerio Público y defensa, eljuez emitirá
su decisión.

Lapresencia del defensor constituye requisito de validez de la respectiva audiencia".

Así mismo establece, en el artículo 308.

"Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal Generalde la Nación o
de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales
probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la Información obtenidos
legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputadopuede ser autor o partícipe de
la conducta delictivaque se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes
requisitos:

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el
imputado obstruya el debido ejercicio de lajusticia.

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima.
3. Que resulte probable que el imputadono compareceráal proceso o que no cumplirá la

sentencla".(negriflas fuera de texto)

De lo anterior es ajustado a derecho colegir que la Fiscalía General de la Nación en su
actuar dentro de la investigación adelantada en contra del señor JAMES SÁNCHEZ
OSORIO, obró de conformidad con la obligación y funciones establecidas en el Artículo
250 de la Carta Política; las disposiciones legales, dentro de éstas el Estatuto Orgánico de
la Fiscalía General de la Nación y las disposiciones tanto sustanciales como
procedimentales penales vigentes para la época de los hechos.

Aquí es necesario remitirnos nuevamente a lo previsto en el artículo 250.-de la C.P.
Modificado por el A. L 3/2002, art. 2o, el que establece como obligación de la Fiscalía la de
"....realizar la investigación de los hechos gue revistan las características de un
delito gue lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella
o de oficio, siempre v cuando medien suficientes motivos v circunstancias fácticas
gue indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender,
interrumpir, ni renunciara la persecución penal, salvo en ¡os casos que establezca la ley para
la aplicación del principio de oportunidad regulado dentrodel marco de lapolítica criminal del
Estado, el cual estará sometido al control de legalidadpor parte del juez que ejerza las
funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidospor miembros de la
fuerza pública en servicio activoy en relación con elmismoservicio"

Así mismo, la Ley 906 de 2004, nuevo Código de Procedimiento Penal, establece en el
artículo 306, que la Solicitud de imposición de medida de aseguramiento se hará
por El fiscal al juez de control de garantías, indicando la persona, el delito, los
elementos de conocimiento necesariospara sustentar la medida y su urgencia, los cuales
se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente.
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Ya renglón seguido establece, la citada ley, la obligación del juez de control de garantías
de emitir la decisión de imponer o no imponer la medida solicitada, una vez
escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y defensa.

Otro de los requisitos que ordena la Ley 906 de 2004, para legitimar la imposición de la
medida de aseguramiento y dar validez a la respectiva audiencia, es la presencia del
defensor. Requisitos todos que se reunieron en el presente caso.

Señora Juez, es conveniente señalar que de acuerdo a las normas antes citadas, le
corresponde a la Fiscalía adelantar la investigación, para de acuerdo con la prueba obrante
en ese momento procesal, solicitar, como medida preventiva la detención del sindicado,
correspondiéndole al Juez de garantías estudiar dicha solicitud, analizar las pruebas
presentadas por la Fiscalía, y decretar las que estime procedentes, para luego si
establecer la viabilidad o no de decretar la medida de aseguramiento, es decir, que en
últimas, si todo se ajusta a derecho, es el juez de garantías quien decide y decreta la
medida de aseguramiento a imponer.

En el presente caso, tal y como ya se indicó, el Juez consideró que se daban los
requisitos exigidos por la norma procedimental y conforme al caudal de
elementos probatorios allegados a la investigación, legalizó la captura del aquí
demandante y le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva.

Por otra parte y a fin de establecer si la privación del demandante es imputable a la
Nación, debe precisarse si la absolución se enmarcaba en alguno de los supuestos del
artículo 414 del decreto 2700 de 1991, y para ello se debe analizar las circunstancias que
rodearon la investigación, el fundamento de la absolución, los eximentes de
responsabilidad que pudiesen estar probados en el proceso v si la Fiscalía
General de la Nación actuó o no en cumplimiento de su deber constitucional v
legal.

Porque al ser absuelto el hoy demandante por el principio de In Dubio Pro reo, y no por
alguno de los eventos del artículo 414 del Decreto 2700 del 1991, y teniendo en cuenta
que si bien en la especialidad penal el objeto de la jurisdicción es determinar o no la
responsabilidad penal y la imputabilidad del agente por haber vulnerado los bienes
jurídicamente protegidos, no puede perderse de vista que en esta jurisdicción gravita es la
responsabilidad patrimonial del estado, cometido distinto dotado de un presupuesto de
autonomía judicial, de raigambre constitucional donde el juez debe valorar las conductas
de los agentes públicos que son las que determinan la responsabilidad de las autoridades
en los términos del artículo 90 constitucional, y en ese orden el juez de lo contencioso
administrativo deberá constatar siempre que el aparato jurisdiccional ordinario penal, sí
haya aplicado efectivamente esa figura procesal penal que integra el derecho aí debido
proceso.

En otros términos, cuando la responsabilidad de la administración pública derivada de la
absolución o su equivalente, con apoyo en la máxima de que la "duda se resuelve a favor
delprocesado", se debe analizar y aplicar a través de un régimen objetivo, pero siempre y
cuando se logre verificar fehacientemente que el juez penal al momento de evaluar el
material probatorio -que por cierto necesariamente debe existir con pruebas tanto en
contra como a favor del sindicado o acusado-, manejó una duda razonable que le impidió
llegar a la plena certeza sobre la materialización y autoría de la conducta punible.

En ese orden de ideas, en los casos de Responsabilidad del Estado por detención
preventiva o captura ajustada a derecho y posterior absolución del procesado
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por In Dubio Pro Reo, ha dicho el Honorable Consejo de Estado en sentencia del 10 de
agosto del 2015, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, radicado 2000-01834-01
(30134), lo siguiente:

"Analizadas las anteriores decisiones de manera contrastada v crítica, la Sala encuentra que se
presenta un claro supuesto de deficiencia o insuficiencia en la valoración probatoria, lo que exige
que no puede afirmarse ia atribución o imputación de la responsabilidad a la entidad demandada
por la simóle ooerancia del in dubio pro reo, va que el iuez administrativo no puede ser un
operador mecánico, sino que debe corresponderse con los mandatos convencionales v
constitucionales de la justicia material, porque como bien lo ha señalado el precedente de ¡a Sala si
en el mismo proceso se llega al final a absolver, esto no es indicativo "de que hubo algo indebido
en la detención^, sin que esto constituya reelaboración alguna de la valoración probatoria
efectuada por la jurisdicción penaP.

Por otra parte es también indispensable en los casos de absolución penal por In Dubio Pro
Reo, entrar a analizar la finalidad de la medida de aseguramiento impuesta y si esta buscó
objetivos legítimos a la luz de los mandatos convencionales y constitucionales. Al respecto
manifestó el Consejo de estado en la sentencia prenombrada, lo siguiente:

En primer lugar, debeabordarse si lafinalidad de lamedida de aseguramiento Impuesta persiguió o
buscó objetivos legítimos a la luz de la Convención Americana de Derechos Humanos v de la
Constitución. Para el caso concreto, es indiscutible gue la investigación penal cursada exigía que se
pudiera contar con la comparecencia del imputado, con el fin de queno escapara a laacción de la
justicia, va que encontraba implicados a diferentes miembros de su familia en actividades ilícitas
relacionadas con el procesamiento de estupefacientes...

En secundo lugar, cabe examinar si frente a las deficiencias en el recaudo v valoración probatoria
de la decisión que precluvó la investigación, la medida de aseguramiento impuesta a EDGAR
RODRÍGUEZ CHARRYfue idónea para lograr el objetivo propuesto...

Fina/mente, si frente a las deficiencias en el recaudo v valoración probatoria de la decisión de
preclusión de ¡a investigación, la medida de aseguramiento fue proporcional en estricto sentido
"como quiera que no tiene la entidad para anular porsí misma la presunción de inocencia ni la
libertad de locomoción reconocidas en la Constitución v en los diferentes instrumentos
internacionales va reseñados, pues ademásde que se trata de derechos que no tienen un carácter
absoluto, su restricción atiende el imperativo deseo de conservar las condiciones para garantizar la
efectividad del proceso penal, adoptando medidas de reacción rápidas v urgentes, para precaver
que los responsables de comportamientos desviados no cumplan la sanción'3....

En conclusión, para la Sala, pese a que el daño antijurídico se estableció, se demostró que no es
imputable a la entidaddemandada, va que la preclusión de la investigación fundada en él in dubio
pro reo se sustentó en una seria deficiencia probatoria que no puede soslayar, ni omitir en su
valoración, raciocinio v justificación el juez administrativo, en aras de la justicia material, v gue
permite la aplicación concreta de la jurisprudencia unificada de la Sala Plena de la Sección Tercera
de 17 de octubre de 2013. Se trata, sin duda alguna, de afirmar el sentido original del mencionado
de fallo de unificación, gue si bien contempla una regla general que proscribe el juzgamiento en
detención como principio, v enaltece el mismo en libertad como valor sustancial, convencional v
constitucional, el fin de lograrla justicia material, como valor convencional v constitucional, permite
este tipo de justificaciones excepcionales.

Corolario de lo anterior, resulta muy ilustrativo el salvamento de voto que hiciese el
Magistrado Carlos Alberto Zambrano Barrera al interior del fallo de fecha 26 de abril del

1 Sección Tercera. Sentencia de 25 de julio de 1994, expediente 8666.
2 Sección Tercera. Sentencia de 4 de diciembre de 2006, expediente 13168.
3Corte Constitucional, sentencia C-695 de 2013.
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2017, proferido por la M.P. Martha Nubia Velásquez Rico, expediente 47380, que frente a
la privación injusta de la libertad en una caso penal de ley 906/2004 y la aplicación del In
DubioProReo, manifestó lo siguiente:
"(...)

Cómo se sabe, a medida que transcurre el proceso penal la exigencia de la prueba sobre la
responsabilidad en la comisión de un hecho punible es mayor, de modo que, para proferir una
medida de aseguramiento de detención preventiva, basta que obre en contra de la persona
sindicada del hecho punible un indicio grave de responsabilidadpenal, pero dicha carga cobra
mayor exigencia a la hora de proferir sentencia condenatoria, pues, al efecto, se requiere plena
prueba de la responsabilidad; por consiguiente, puede llegar a ocurrir que estén reunidas las
condiciones objetivas para resolver la situación jurídica del procesado con medida de
aseguramiento de detenciónpreventivay que, finalmente, la prueba recaudada resulte insuficiente
para establecer la responsabilidad definitiva, caso en el cual debe prevalecer la presunción de
inocencia y, por ende, la decisión debe sujetarse al principio del in dubio pro reo, situación que no
implica, por sí misma, que los elementos de juicio que permitieron decretar la medida de
aseguramiento hayan sido desvirtuados en el proceso penal y que la privación de la libertad fuera

(L, injusta, desproporcionada o carente de fundamento legal.

Efectivamente, unas son las circunstancias en las gue a la decisión absolutoria se arriba
como consecuencia de la ausencia total de pruebas en contra del sindicado, lo gue
afecta, sin duda, la legalidad de la orden de detención preventiva, pues no puede
aceptarse de ninguna manera gue la falta de actividad probatoria por parte del Estado
la tengan gue soportar las personas privadas de la libertad, cuando precisamente del
cumplimiento a cabalidad de dicha función depende el buen éxito de la investigación;
otras, en cambio, son las gue tendrían lugar cuando, a pesar de haberse recaudado
diligentemente la prueba necesaria para proferir medida de aseguramiento v. luego,
resolución de acusación en contra del sindicado, existe duda para proferir sentencia
condenatoria, evento en el cual, para gue surta la responsabilidad del Estado, debe
acreditarse gue la privación de la libertad fue injusta, pues si hav duda de la
culpabilidad es porgue también la hav de la inocencia v. en este caso, a mi juicio, es
claro gue se deben soportar a cabalidad las consecuencias de la investigación penal, sin
gue esto se entienda, como pudiera pensarse, en gue se parte, entonces, de la
presunción de culpabilidad de la persona, pues de donde se parte es del hecho de gue
hubo elementos de juicio suficientes, válidos, no arbitrarios, ni errados, ni
desproporcionados, ni contrarios a derecho v más bien ajustados al ordenamiento

Cj jurídico, para privarla de lalibertad en forma, porende, noinjusta. (Negrillas ysubrayado
fuera de texto)

(...)

A lo anterior se añade que resultaría cuando menos absurdo que el Estado tuviera que indemnizar
por una privación de la libertad dispuesta, incluso, con el mencionado sustentoconstitucional.

Elartículo 414 delanterior Código de Procedimiento Penalestablece, en su parte inicial, un título de
Imputación genérico para la indemnización por privación injusta de la libertad, caso en el cual el
Interesado en la indemnización debe acreditarlo injusto de la medida, por ejemplo, demostrando
su falta de proporcionalidad, su arbitrariedad, la ilegalidad o lo errado de la misma. A renglón
seguido, la misma norma define o Identifica unos cosos en los que parte de la injusticia de la
medida, con base en la absolución por uno de los supuestos señalados en la norma: el hecho no
existió, el sindicado no lo cometió o no es un hechopunible. Siendo ello así, es claro, a mijuicio,
que no puede otorgarse el mismo efecto a ambas partes de la norma, para derivar de ellas un
derecho a la reparación, con base en la simple constatación de que no se dictó sentencia
condenatoria en contra delprocesado.

Asilas cosas, la enumeración de unos casos determinados en que el legislador (artículo
414 del Decreto 2700 de 1991) califica a priori la detención preventiva como injusta
significa que, en los demás supuestos, es decir, en los que se subsumen en la primera
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parte de la norma en cita, como cuando la absolución deviene como consecuencia de la
aplicación del principio del indubio pro reo, para que surja la responsabilidad del Estado
el demandante debe acreditar la injusticia, la falta de proporcionalidad, la
arbitrariedad, la ilegalidad o lo errado de la medida de aseguramiento de detención
preventiva, para lo cual no basta acreditar que no hubo condena en elproceso penal.

Así, por ejemplo, puede sucederque la duda se configure porque es la desidia o la Inefíciencia del
Estado lo quenopermite desvirtuar lapresunción de inocencia del encartado, como cuando aquél
no asume con diligencia y seriedad la carga que le corresponde, en aras de establecer la
responsabilidad del sindicado, caso en el cuales evidente que la privación de la libertad se torna
injusta, ya quela medida restrictiva impuesta no cumple la finalidad para ¡acualfue diseñada y es
entonces cuando emerge clara ¡a responsabilidad del Estado, por un defectuoso funcionamiento de
la administracióndejusticia.

Sise considera que en todos los casos en que la sentencia absolutoria o la providencia equivalente
a la mismada derechoa indemnización en favorde la persona que hubiera sido sindicada del delito
y sometida a detención preventiva, sin que sea necesario establecer si la medida fue o no ilegal,
desproporcionada, errada, arbitraria o, en fin, injusta, resulta necesario concluir que ningún efecto
jurídico tiene el hecho de que la decisión absolutoria se produzca con fundamento en que el hecho
no existió, el sindicado no lo cometióo la conducta no era constitutiva de hechopunible, o bien con
un fundamento diferente.

(...)"

Señora Juez, para efectos del fallo correspondiente es de tenerse en cuenta que
para imputar responsabilidad a la Fiscalía General de la Nación es preciso
combinar unas circunstancias previstas en el marco legal Colombiano,
fundamentalmente el Artículo 90 de la Carta Política, una acción o una omisión,
donde participe activamente uno de sus agentes; un daño, como consecuencia
de lo anterior, y un nexo causal entre el hecho, la omisión y el daño; lo que en
el sub judice no se configura, ni mucho menos se prueba.

No obstante todo lo anteriormente expuesto, respetuosamente me permito ratificarme en
las excepciones que ya se habían propuesto con la contestación de la demanda, y que son
las siguientes:

EXCEPCIONES:

FALTA DE LEGITIMACIÓN MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA, al no incumbir a
la Fiscalía General de la Nación, con el nuevo Estatuto de Procedimiento Penal, imponer la
medida de aseguramiento, ya que como se dijo anteriormente, le corresponde a la Fiscalía
adelantar la investigación, para de acuerdo con la prueba obrante en ese momento
procesal, solicitar, como medida preventiva la detención del sindicado, si lo considera
conveniente, correspondiéndole al Juez de garantías estudiar dicha solicitud,
analizar las pruebas presentadas por la Fiscalía, y decretar las que estime
procedentes, para luego si establecer la viabilidad o no de decretar la medida de
aseguramiento, es decir, que en últimas, si todo se ajusta a derecho, es el juez de
garantías quien decide y decreta la medida de aseguramiento a imponer, Y
siendo ello así no es de recibo la pretensión del demandante de declarar
administrativamente responsable a la entidad que represento, por "detención ¡legal", ya
que si bien es cierto se dio esta medida, ella no fue proferida por mi
representada.

En el caso en estudio, se tiene que los elementos materiales probatorios y la evidencia
física presentadas por la Fiscalía, de conformidad con las normas citadas, permitieron
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solicitar al Juez de Control de Garantías en audiencia de legalización de captura, la
imposición de la Medida de Aseguramiento Privativa de la libertad del hoy demandante;
las cuales a su vez, permitieron "inferir razonablemente" al Juez la procedencia de la
medida de aseguramiento de detención preventiva.

Así mismo es oportuno recordar que la solicitud formulada por mi representada, sobre la
imposición de la medida restrictiva de la libertad del señor JAMES SÁNCHEZ OSORIO,
no presentaba para el juzgador, la obligación de acceder a la aplicación de la medida,
pues de acuerdo a la nueva función dada a la Fiscalía General de la Nación, como ente
acusador, no le asiste responsabilidad alguna en la formulación de tal postulación, por
cuanto la misma no constituye un factor determinante en la decisión, la cual corresponde
única y exclusivamente al Juez con Función de Control de Garantías, quien es el llamado a
valorar las pruebas presentadas para tal efecto y, en últimas, el que puede adoptar la
decisión que corresponda dentro de los parámetros de legalidad, proporcionalidad y
razonabilidad de la medida de detención preventiva, que constituye precisamente la
fuente de responsabilidad que pueda llegar a tener el Estado, ante un eventual perjuicio y,
en consecuencia la misma, no compromete a la Fiscalía General de la Nación, tal y como
lo ha manifestado la Corte Constitucional en sentencia C-456 del 7 de junio de 2006,
cuando dijo:

"Ahora bien, como la medida de aseguramiento comprende la afectación de derechos
fundamentales es necesario, paragarantizar los derechos del imputado, que la misma sea
sometida a una autorizaciónjudicial que debe verificar, entre otros requisitos, la necesidad
y la finalidad de la medida, al igual que prever su adecuada sustentación y la oportunidad
de ser controvertida, aún más cuando dicha medida puede comprometer la libertad del
procesado.". (Resaltado fuera de texto).

Corolario de lo anterior, existe un eximente de responsabilidad a favor de mi
representada, ante la existencia de FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA al no
incumbir a la Fiscalía General de la Nación, con el nuevo Estatuto de Procedimiento Penal,
imponer la medida de aseguramiento, toda vez que como se dijo anteriormente, le
corresponde a la Fiscalía adelantar la investigación, para de acuerdo con los elementos
materiales probatorios, y evidencia física obrantes en ese momento procesal, solicitar,
como medida preventiva la detención del sindicado, si lo considera conveniente,
correspondiéndole al Juez de garantías estudiar dicha solicitud, analizar los
elementos materiales probatorios y evidencia física presentada por la Fiscalía,
para luego si establecer la viabilidad o no de decretar la medida de
aseguramiento, es decir, que finalmente, si todo se ajusta a derecho, es el juez de
garantías quien decide y decreta la medida de aseguramiento a imponer, y siendo ello así
no es de recibo la pretensión del demandante de declarar administrativamente
responsable a la entidad que represento, por "detención ilegal", ya que si bien es cierto se
dio esta medida, ella no fue proferida por mi representada.

Al respecto de la excepción propuesta cabe anotar que actualmente existen
ocho (8) antecedentes jurisprudenciales favorables a la Fiscalía General de la
Nación proferidos por el Honorable Consejo de Estado, veamos:

1) Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de lo
Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 24 de junio dé 2015,
expediente: 38.524, C.P. HERNÁN ANDRADE RINCÓN, en el que manifiesta al
respecto:

"...En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 -Código de Procedimiento Penal - el
legislador artículo el proceso penalde talmanera quebuscó fortalecer la función investigativa de la
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Fiscalía General de la Nación, como de instituir una clara distinción entre los funcionarios
encargados de investigar, acusar yjuzgar dentro de la acción penal, porlo que, suprimió delente
investigador- Fiscalía - lafacultadjurisdiccional la cual venía ejerciendo pordisposición delantiguo
código de procedimientopenal- ley 600 de 2000.

Asilas cosas, a la luzde las nuevas disposiciones delprocedimiento penal, la facultadjurisdiccional
quedó en cabeza de la rama Judicial, razón por¡a cual, lasdecisiones que impliquen una privación
de la libertad, son proferidas por los Jueces que tienen a su cargo el conocimiento del proceso
penal, como en efectoocurrió en este casomediante el auto proferido el 18 de noviembre de 2005
por el Juez Segundo Penal Municipal con Funciones de Garantías que decretó la medida de
aseguramiento contra el actor.

Asípues, en elsub examine lasdecisiones que llevaron a laprivación de la libertad delseñor Carlos
Julián Tuñón Gálviz, si bien es cierto fueron solicitadas porla Fiscalía General de la NaciónA ¡ocierto
es que dicho enteno tenía lapotestaddelhoyactor, cosa que síle correspondía a ¡aRama Judicial,
porencontrarse dentro de sus funciones jurisdiccionales, razón porla cual, forzoso resulta concluir
que en el presente asunto y, a la luz de lasnuevas disposiciones penales, no es posible endilgarle

Ü responsabilidad alguna a laFiscalía General de lanación, razón porlacualse confirmará su falta de
legitimación en la causa por pasiva por la privación de la libertad del señor Carlos Julián Tuñón
Gálviz...".

2) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 18 de abril de
2016, expediente: 40217, C.P. CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA, en el
que manifiesta al respecto:

"...En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 -Código de Procedimiento Penal- el
legislador articuló elproceso penalde talmanera quebuscó fortalecerla función investigativa de la
Fiscalía General de la Nación, como de instituir una clara distinción entre los funcionarios
encargados de investigar, acusar yjuzgar dentro de la acción penal, porlo que, suprimió delente
investigador -Fiscalía- la facultadjurisdiccional, la cual venía ejerciendo pordisposición delantiguo
código de procedimientopenal -ley 600 de 2000-.

Asilas cosas, a la luzde las nuevasdisposiciones delprocedimiento penal, la facultadjurisdiccional
quedó en cabeza de la Rama Judicial, razón porla cual, lasdecisiones que impliquen una privación

f déla libertadson proferidas por losjueces que tienen asu cargo elconocimiento delproceso penal
W / como en efecto ocurrió en este caso en el que el 8 de diciembre de 2006, en audiencia de

legalización de captura y de formulación de cargos, el Juzgado Tercero Penal Municipal de
Barrancabermeja con Funciones de Control de Garantías decretó la medida de aseguramiento,
consistente en detención preventiva, en contra del actor.

Si bien la medida de aseguramiento que se le impuso al señor Diego Mauricio Molina fue solicitada
porla Fiscalía General de la Nación, lo cierto es queeste organismo no tenía lapotestad de decidir
sobre la privación de la libertad del actor, pues esta facultad le correspondía a la Rama Judicial
(juezde control de garantías) porencontrarse dentro de sus funcionesjurisdiccionales.

Enese ordende ideas, forzoso resulta concluir que, a ia luz de las nuevas disposiciones penales, no
es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la Nación, pues la decisión que
causó la privación de la libertad del señor Diego Mauricio Molina fue proferida por la Rama
Judicial../'.

3) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 26 de mayo de
2016, expediente: 41573, C.P. HERNÁN ANDRADE RINCÓN, en el que
manifiesta al respecto:

"...4. La falta de legitimación de la causa porpasiva de la Fiscalía General de la Nación
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Según se dejó indicado en los antecedentes de esta providencia, el libelo introductorio se dirigió
contra la Fiscalía General de la Nación y la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Sobre el
particular, laSala estima necesario reiterar el criterio expuesto ensentencia proferida el24 dejunio
de 2015, según el cual si bien cada una de las entidades demandadas ostentan ia representación
de la Nación en casos en los cualesse discute responsabilidad del Estado por hechos imputables a
la Administración de Justicia, (inciso segundo artículo 49 de la ley 446de 1.998y numeral 8 del
artículo 99 de ¡aLey 270de 1,996), lo cierto es que lasdecisiones que se discuten en el presente
litigio y que habrían ocasionado el daño por cuya Indemnización se reclama, fueron proferidas por
la Rama Judicial (representada por la Dirección Ejecutiva deAdministración Judicial), razón por la
cual una vez efectuado el recuento probatorio, se concretará si el aludido daño antijurídico
reclamado se encuentra acreditado y, de estarlo, se establecerá si el mismo le resulta imputable a
la Dirección Ejecutiva deAdministración Judicial, la cual fue debidamente notificada y representada.

En efecto, con la expedición de la Ley 906 de2004- Código de Procedimiento Penal- el legislador
artículo elproceso penal de tal manera que buscó fortalecer la función investigativa de la Fiscalía
General de ¡a Nación, como de instituir una ciara, distinción entre funcionarios encargados de
investigar, acusar yjuzgar dentro de la acción penal, por lo que, suprimió del ente investigador -
Fiscalía - la facultadjurisdiccional, la cual venía ejerciendo por disposición de loscódigos antiguos
de Procedimiento Pena! Decreto Ley2700 de 1.991 y Ley600 de 2000-

Asílas cosas, a la luz delas nuevas disposiciones delprocedimiento penal, la facultadjurisdiccional
quedo exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, razón por ia cual las disposiciones que
impliquen una privación de la libertad, son proferidas por los Jueces que tienen a su cargo el
conocimiento delproceso penal, como en efecto ocurrió en este caso mediante auto proferido por
elJuzgado Primero Penal Municipal deArmenia con funciones de control degarantías que declaro
la legalidad de la captura, según se desprende del oficio No CCSJ-0095 expedido por la
Coordinación del Centro de Servicios.

Asípues en el asunto sub examine que llevo a la privación de la libertad del señor Pedro Pablo
Molina, si bien es cierto fue solicitada porla Fiscalía General de la nación, lo cierto es que dicho
ente no tenía la potestad de decidir sobre la privación de la libertad del ahora demandante, cosa
que si le correspondía a laRama Judicial, por encontrarse dentro desusfuncionesjurisdiccionales,
razón por la cual, forzoso resulta concluir que en el presente asunto y, a la luz de las nuevas
disposiciones penales, no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la
Nación...".

4) Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de lo
Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 30 de junio de 2016,
expediente: 41604, C.P. MARTHA NUBIA VELÁSQUEZ RICO, en el que
manifiesta al respecto:

"... (...)

En elpresente caso se encuentra que el objeto del debate tiene relación con la privación injusta de
la libertad delseñorFabián Augusto Chica, tema respecto del cual la Sección Tercera del Consejo
de Estado ha tenido ia oportunidad de pronunciarse en muchas ocasiones, asunto en el quesea
fijado una jurisprudencia consolidada y reiterada, motivo por elcual con fundamento en elartículo
16 de ¡aLey 1285de 2009, la Subsecclón se encuentra habilitada para resolver el presente asunto
de manera anticipada.

(••)

Esta situación claramente le permite a laSala afirmar que el señorFabián Augusto Chica no estaba
en la obligación de soportar la privación de la libertad a la que fue sometido, desde el 21 de
octubre de 2005 hasta el 30 de noviembre de la misma anualidad, por cuanto se encontró que este
no cometió ningún delito, de ahíque el daño a él irrogado se torne en antijurídico y nazca la
correlativa obligación de reparar el daño, según ¡o previsto en el artículo 90 de ¡a Constitución
Política, en este caso únicamente en cabeza de la Rama Judicial.
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Lo anterior, toda vez que la causa determinante dela restricción dela libertadpadecida por elaquí
demandante consistió en la medida de aseguramiento adoptada por el Juzgado Cuarto Penal
Municipal deArmenia en Función de Control degarantías; circunstancia que, por si sola, nopermite
atribuirle responsabilidad a la Fiscalía general de la nación, por cuanto, de conformidad con el
artículo 306 del Código de Procedimiento Penal vigente (Ley 906de 2004), es eljuez, quien luego
de "escuchados los argumentos del Fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la
defensa", valora los motivos que sustentan o no la medida de aseguramiento y determina la
viabilidad de su imposición.

En efecto, tal y como la ha expuesto depresente esta Subsección, con la expedición de la Ley 906
de 2004, ellegisladoralestatuir en nuestro ordenamiento elSistema PenalAcusatorio distinguió de
manera clara y precisa en cabeza de quién recaen las funciones de investigar y acusar - Fiscalía
General de lanación - y sobre quien radica la función dejuzgar - Rama Judicial.

Asilas cosas, a la luz delas disposiciones consagradas en la normatividadprocesalpenal vigente, la
facultadjurisdiccionalse encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial,
razón por la cual, los únicos que pueden tomar ia decisión de privar a una persona de su libertad
son losjueces, ya sean deconocimiento o en función de control degarantías, tal y como en efecto
sucedió...".

5) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 14 de julio de
2016, expediente: 42476, C.P. MARTA NUBIA VELASQUEZ, en el que manifiesta
al respecto:

"...Ahora bien, en relación con la responsabilidad que le cabe a las entidades demandadas debe
decirse que en este caso únicamente se realizará en cabeza de la Rama Judicial. Lo anterior, toda
vez que ¡a causa determinante de la restricción de la libertad padecida por el aquí demandante
consistió en la medida de aseguramiento adoptada porel Juzgado Primero Promiscuo Municipal en
Función de Control de Garantías de La Tebaida; circunstancia que, porsísola, no permite atribuirle
responsabilidad a la Fiscalía General de la Nación, por cuanto, de conformidad con el artículo 306
del Código de Procedimiento Penal vigente (Ley 906 de 2004), es el juez, quien luego de
"escuchados los argumentos del fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la
defensa", valora los motivos que sustentan o no la medida de aseguramiento y determina la
viabilidad de su imposición.

En efecto, taly como lohapuesto depresente esta Subsección, con laexpedición de iaLey 906de
2004, el legislador al estatuir en nuestro ordenamiento jurídico el Sistema Penal Acusatorio
distinguió de manera clara y precisa en cabeza de quién recaen lasfunciones de investigar y acusar
- Fiscalía General de la Nación- y sobrequién radica la función dejuzgar-Rama Judicial-. •

Asílas cosas, a la luzde las disposiciones consagradas en la normativa procesalpenal vigente, la
facultadjurisdiccionalse encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza de laRama Judicial,
razón porla cual, los únicos que pueden tomar la decisión de privar a una persona de su libertad
son losjueces, yaseande conocimiento o en función de control degarantías, taly como en efecto
sucedió..."

6) Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de lo
Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 14 de julio de 2016,
expediente: 42555, C.P. MARTHA NUBIA VELASQUEZ RICO, en el que
manifiesta al respecto:

"...Ahora bien, en relación con la responsabilidad que le cabe a las entidades demandadas debe
decirse que en este caso únicamente se realizará en cabeza de la Rama Judicial. Lo anterior, toda
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vez que la causa determinante de la restricción de la libertad padecida por el aquí demandante
consistió en ia medida de aseguramiento adoptada porel Juzgado Primero Promiscuo Municipal en
Función de Control de Garantías de La Tebaida; circunstancia que, por sísola, no permiteatribuirle
responsabilidad a la Fiscalía General de la Nación, por cuanto, de conformidad con el artículo 306
del Código de Procedimiento Penal vigente (Ley 906 de 2004), es el juez, quien luego de
"escuchados los argumentos del fiscal, el ministerio público, ¡a víctima o su apoderado y la
defensa", valora los motivos que sustentan o no la medida de aseguramiento y determina ia
viabilidad de su imposición.

En efecto, tal y como loha puesto depresente esta Subsección, con la expedición dela Ley 906 de
2004, el legislador al estatuir en nuestro ordenamiento jurídico el Sistema Penal Acusatorio
distinguió de manera clara y precisa en cabeza de quién recaen lasfunciones de investigar^ acusar
-Fiscalía General de laNación-y sobre quién radica la función dejuzgar -Rama Judicial-.

Asilas cosas, a la luz de las disposiciones consagradas en la normativa procesal penal vigente, la
facultadjurisdiccional se encuentra radicada única y exclusivamente encabeza de la Rama Judicial,
razón porla cual, los únicos que pueden tomar la decisión de privar a una persona de su libertad
son losjueces, ya sean deconocimiento o enfunción de control degarantías, tai y como enefecto
sucedió...".

7) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 21 de julio de
2016, expediente: 41608, C.P. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, en el
que manifiesta al respecto:

"...Finalmente, respecto a la representación de la Nación por las entidades demandadas,
esta Sala debe expresar que a la Fiscalía General de la Nación no le resulta atribuible el
daño alegado por la parte adora, pues, analizado el trámite procesal, en la participación
de dicha entidad no logró evidenciarse una vulneración de los derechos de la parte
demandante, puesto que no existen pruebas que demuestren que sus decisiones hayan
sido la causa de la privación Injusta de la señora Femelly Arlas Arlstlzabal, como quiera
que si bien el ente acusador puso a disposición del Juez de Control de Garantías el
material probatorio y su teoría del caso; fue este último quien conforme a las facultades
que le otorga la normativldad y en ejercicio de la sana critica, quien consideró prudente
imponer la medida de aseguramiento contra la mencionada señora Arlas Arlstlzabal; por
ende la condena será impuesta únicamente en contra de la Rama Judicial....".

8) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 26
de abril de 2017, expediente: 47380, C.P. MARTHA NUBIA VELASQUEZ RICO, en
el que manifiesta al respecto:

y..;

De otro lado, la Sala advierte que el daño causado a tos demandantes le es Imputable a ¡a Rama
Judicial, pues fue esta la autoridad que, porconducto delJuzgado Cuarto Penal Municipal de San
Andrés de Tumaco con funciones de controlde garantías, fe impuso medida de aseguramiento al
señorJohn CarlosPeña Vizcaya.

En efecto, la adopción y desarrollo en nuestro ordenamientojurídico del Sistema Penal Acusatorio,
medíante el acto legislativo 3 del 19 de diciembre de 200233 y la Ley 906 de. 2004, implicó un
replanteamiento de las facultades de la Fiscalía General de la Nación, al punto de relevarla de las
que la habilitaban para "asegurar la comparecencia de lospresuntos infractores de la leypenal,
adoptando las medidas de aseguramiento, competencias que fueron asignadas a ios Jueces de

DIRECCIÓNASUNTOS JURÍDICOS BARRANQUILLA
Calle 40 No. 44 - 80 Edificio Lara Bonilla Piso 12
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Control de Garantías, de ahí que la actuación del ente acusador se limite a ¡a presentación de la
solicitud en virtud de la cualla autoridadjudicial debe resolver sobre estos asuntos. Alrespecto, el
numeral 1 delartículo 250 de la Constitución Política, prevé:

"Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la
acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un
delito (...) Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio
activo y en relación con el mismo servicio.

"En ejercido de sus funciones la Fiscalía Generalde la Nación, deberá:

"1. Solicitar aljuez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias
que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso pena135, la conservación de la
pruebay laprotección de la comunidad, en especial, de las víctimas.

"Eljuez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el
juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función (...)" (Se

• destaca).

En concordancia conlo anterior, el artículo 297 de la Ley 906 de 2004 señala quepara '"a captura
se requerirá orden escrita proferida porunjuezde controldegarantías con lasformalidades legales
y por motivos razonablemente fundados", decisión que, de manera excepcional, podrá ser
adoptada porlaFiscalía General de laNación, en los términos previstos en el artículo 300 ejusdem.

Asu vez, el artículo 306 delCódigo de Procedimiento Penal37 establece que losjuecespenales con
funciones de control de garantías se encuentran facultados para resolver, a petición del ente
acusador o de la víctima, sobre laprocedencia de lasmedidas de aseguramiento.

Si bien la detención preventiva requiere de una petición previa delente acusador o de la víctima,
no es menos cierto que tal presupuesto no puede considerarse como la causa exclusiva y
determinante de la privación de la libertad, porque carecen de la suficiencia para afectar este
derecho, pues para esto se requiere de un mandato judicial proferido por el Juez de Control de
Garantías, autoridad a la que le corresponde: i) valorar la evidencia física o los elementos
materiales probatorios aportados por el solicitante y, ii) verificar si se cumplen o no los
presupuestos deprocedencia establecidos en losartículos 297y 308 de la Ley 906 de 2004.

Ahora, descendiendo al caso concreto, se colige que, en efecto, la decisión en virtud de la cualse
restringió el derecho a lalibertad delseñorJohn Carlos Peña Vizcaya se profirió en el marco de las
competencias asignadas a losJueces de Control de Garantías dentro delSistema Penal Acusatorio,
circunstancias frente a las cuales no resultó determinante la actuación de la Fiscalía General de la
Nación, pues su intervención se limitó a pedir que se decidiera sobre la procedencia de la
aprehensión y la emisión de sentencia condenatoria, obligaciones que recaían en la Jurisdicción
Ordinaria, especialidadpenal, dada su condición de titular de la facultadsancionatoria del Estado
frente a casos como el analizado, esto es, en aquellos en losque se vulneran losbienes jurídicos
protegidospor la normativa penal -Ley599 del 2000.

De este modo, la Fiscalía General de la Nación, como en casos similares lo ha
sostenido esta Subsección, no es la llamada a responder por los perjuicios
reclamados por los demandantes, dado que estos, por las razones expuestas, le
son imputables a la Rama Judicial, lo que impone la modificación de la
sentencia de primera instancia en lo aue a este punto se refiere. (Negrillas y
subrayado fuera de texto)

GENÉRICA: Se solicita se declare toda excepción cuyos presupuestos fácticos o jurídicos
se determinen en el proceso.
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Sean las anteriores razones suficientes por las que respetuosamente me permito replicar a
la Señora Juez, para que se procure un fallo que deniegue todas y cada una de las
declaraciones y condenas solicitadas en la demanda.

NOTIFICACIONES:

Las recibiré en la Calle 40 No 44 - 80, Edificio Lara Bonilla Piso 12 Dirección de Asuntos
Jurídicos de la Fiscalía General de la Nación de Seccional Barranquilla, en la Secretaría del
Juzgado o en el correo electrónico jur.notificacionesiudiciales@fiscalia.aov.co

De la señora Juez,

MARGARITA gtfjptOSTAU DE LAFONT PAYARES
C. C. No. 45.495.fJ30 de Cartagena
T. P. No. 90.027 del C. S. de la J.
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Señora

JUEZ DÉCIMO (10° ) ADMINISTRATIVO DE CARTAGENA
Doctor Haisary Castaño Villa
E.S.D.

MEDIO DE CONTROL:

DEMANDANTE:

RADICADO:

REPARACIÓN DIRECTA

JAMES SÁNCHEZ OSORIO Y OTROS

2017 - 00040

i/.? ¡ME

2oar. ¿óie

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, identificada con la
Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona - Bolívar, en calidad de Coordinadora de la Unidad
de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos, debidamente designada mediante Oficio
20181500002733 del 04 de abril de 2018, en los términos de la delegación efectuada por el Señor
FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN, mediante el artículo octavo de la Resolución N° 0-0303 del
20 de marzo de 2018, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto que
confiero poder especial, amplio y suficiente a la Doctora MARGARITA SOFÍA OSTAU DE LAFONT
PAYARES, abogada, identificada con la C.C. 45.495.730, Tarjeta Profesional No. 90.027 del C.S.J.
y a la Doctora LILIAN CASTILLA FERNANDEZ, abogada, identificada con la C.C. No. 45.491.219
de Cartagena, Tarjeta Profesional No. 77.984 del C,S,J, para que representen a la FISCALÍA
GENERAL DE LA NACIÓN, en el proceso de la referencia.

Las Doctoras MARGARITA SOFÍA OSTAU DE LAFONT PAYARES y LILIAN CASTILLA
FERNANDEZ quedan investidas de las facultades consagradas en el artículo 77 del Código General
del Proceso y en especial para, sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos
ordinarios y extraordinarios y en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal
desarrollo del presente mandato.

Solicito respetuosamente se reconozca personería a las Doctoras MARGARITA SOFÍA OSTAU
DE LAFONT PAYARES y LILIAN CASTILLA FERNANDEZ en los términos y para los fines que
confiere el presente poder.
ie-Usted,

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica

Dirección de Asuntos Jurídicos

Acepto:

MARGARI

C.C. 45.495.

T.P. 90.027

FIA OSTAU DE LAFONT PAYARES

C.S. de la J.

LILIAN CASTILLA FERNANDEZ

C.C. 45.491.219 de Cartagena
T.P. 77.984 del C.S. de la J.

Elaboró Roció Rojas R.-

SECRETARIA NACIONAL DE FISCALÍA DELEGADA

ANTE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SECRETARIA ADMINISTRATIVA. Bogotá. D.C.,

27 DE AGOSTO DE 2018 En la fecha se deja constancia
que el anterior escrito fue presentado personalmente por
su signataria Doctora SONIA MILENA TORRES
CASTAÑO, Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica, de
la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía General de

la Nación, para tal efecto exhibe la C.C. 30.881.383 de
Arjona - Bolívar. Conste...
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Resolución: No.

.•. • -.•

• • 2 0 MAR.
"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos

Jurídicos y se dictan otras disposiciones"

EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de las facultades otorgadas por el Decreto-Ley 016 del 9 de enero de 2014, en especial

de las conferidas en los numerales 2,19, 25 y el parágrafodel artículo 4o, y

CONSIDERANDO:

Que el numeral 19 del artículo 4o del Decreto Ley 016 de 2014, otorgó ai Fiscal General de la
Nación la facultad de "[e]xpedjr reglamentos, protocolos, órdenes, circulares y manuales de
organización y procedimiento conducentes a la organización administrativa yal eficaz
desempeño de las funciones de la Fiscalía General de la Nación".

Queel numeral25 del artículo 4o del Decreto Ley 016de 2014, facultó al Fiscal General de la
Nación para "[cjrear, conformar, modificar o suprimir secciones, departamentos, comités,
•unidades y grupos internos de. trabajo que se requieran para efcumplimiento.de las funciones
a cargo de la Fiscalía General de la Nación".

Que mediante el Decreto Ley 898 de 2017, expedido en desarrollo de las facultades otorgadas
aí Presidente de la República por medio del Acto-Legislativo 001 de 2016, se reformó la
estructura orgánica de la Fiscalía General-de la Nación con el objeto de dar cumplimiento a
los mandatos derivados del Acuerdo Final parala termina»ñon del conflicto yla construcción
de unapaz estable y duradera. •• •'

'..""' b •• • . . •

Que el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017 modificó el artículo 9o del Decretó Ley 016
de 2014 y definió las funciones a.cargo de laDirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía
General de la Nación.

Queen virtud de lo anterior es necesario establecer laorganización interna de láDirección de
Asuntos Jurídicos, conforme alos principios que rigen la Administración Pública, aefectos de
cumplir con el objeto para el cual fue creada ypermitir que su gestión sea ágil, eficiente y
oportuna. .• ••

Que el artículo 45 del Decreto Ley 016 de 2014 establece que el Fiscal General de la Nación
tiene competencia para organizar Departamentos, Unidades y Secciones, así como señalarle
sus funciones, atendiendo entre otros principios'al de racionalización del gasto, eficiencia,
fortalecimiento de la gestiór.. administrativáyn^oramieno de la prestación del servicio. Las
jefaturas de Unidades ySecciones serai}^ejercidas.por el servidor de la Fiscalía General de la
Nación a quien se le asigne la función. ' ...

do^
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sé dictan otras disposiciones"

Que por lo expuesto,

• RESUELVE: ,

CAPÍTULO I

ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS

ARTICULO PRIMERO. La Dirección de Asuntos Jurídicos tendrá la siguiente organización
interna:

1. Despacho delDirector(a) de Asuntos Jurídicos.
1.1 .Secretaría Común y Apoyo a la Gestión

2. Unidad de Defensa Jurídica.

2.1. Secciónde lo Contencioso Administrativo.
2.2. Sección de Pago de Sentencias y Acuerdos Conciliatorios.
2.3. Secretaría Técnica del Comité de Conciliación.

3. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual.
3.1. Sección de Jurisdicción Coactiva.

3.2. Sección de Competencia Residual. *

4. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales.
4.1. Sección de Conceptos y Control de Legalidad.
4.2. Sección Asuntos Constitucionales y Pelatoría.

PARÁGRAFO. Las funciones asignadas a la. Dirección ce AsuntosJurídicos por elartículo
9o del Decreto Ley 016 de 2014 modificado poí el artículo 30 del Decreto Ley-898 de 2017,.
desarrolladas en la presente Resolución, serán distribuidas por el Director(a) de esta
dependencia enel Departamento, Unidades-y Secciones determinados en este artículo.

ARTICULO SEGUNDO. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. Al Despacho
del Director(a) de Asuntos Jurídicos le corresponde dirigir, articular,.controlar y evaluar el
cumplimiento de las funciones establecidas para ladependencia en el artículo 9o del Decreto
Ley 016 de 2014, modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017.

ARTÍCULO TERCERO. Unidad de Defensa Jurídica. La Unidad dé Defensa Jurídica de
la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las siguientes funciones:

Afl*
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1. Proponer para la aprobación del Director(a)-de Asuntos Jurídicos acciones y políticas
de estrategia para la adecuada defensa jurídica de la Entidad en los procesos en los que
la Fiscalía General de la Nación sea parte p interviniente.

2. Ejercer la representación jurídica y la'defensa técnica de la Fiscalía General de la
Nación en los procesos extrajudiciales, judiciales y administrativos en los que la

Entidad sea parte o interviniente procesal, de acuerdo con la delegación contenida en
este acto administrativo. ¿

3. Coordinar la laborde defensa técnica de-laEntidad que cumplen los servidores de la
Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales

conforme a las directrices impartidas por el Director(a) de Asuntos Jurídicos.
Proponer y sustentar para aprobación del Comité de Conciliación de la Entidad, las
políticas de prevención del daño antijurídico, con fundamento en los procesos en que
es parte la Entidad. • ' .

Adelantar las gestiones necesarias para efcumplimiento de las funciones asignadas al
Comité de Conciliación de la Entidad.

6. Revisar las actas del Comité de Conciliación las cuales serán suscritas por el
Presidente, el Director (a) de Asuntos Jurídicos y el Secretario (a) Técnico-que hayan
asistido a la respectiva sesión.

v*

7. Coordinar y supervisar el cumplimiento de las sentencias judiciales en las que la
Fiscalía General de laNación tiene lacalidad de parte o interviniente.

8. Coordinar ytramitar los reintegros ordenados por autoridades judiciales y. elaborar el
proyecto de acto administrativo para aprobación del Director (a) de Asuntos Jurídicos
y posterior firma del Fiscal General de la Nación. Para el efecto, la Subdirección de
Talento Humano será encargada de remitir lainformación de su competencia, necesaria
para el cabal cumplimiento de este trámite.

9. Coordinar para laaprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, la elaboración del
protocolo de reparto de. expedientes, asignación de turno y seguimiento al" rubro de
pago de sentencias yconciliaciones, con estricto cumplimiento de los requisitos legales
en aras de garantizar el derecho de turno de los peticionarios, así como de los principios
de objetividad y transparencia.

10. Adelantar el trámite correspondiente para la expedición del acto administrativo: de
reconocimiento y pago de sentencias yconciliaciones, previa liquidación por parte de
la Subdirección Financiera y someter a la aprobación del Director(a) de Asuntos
Jurídicos las resoluciones que materializan el cumplimiento de la obligación para la
posterior firma del Director Ejecutivo.

11. Elaborar para firmadel Director (a) de Asuntos Jurídicos, el proyecto de respuesta a
lassolicitudes de extensión dejurisprudencia. ..

12. Presentar para aprobación y suscripción del Director(a) de Asuntos Jurídicos los
informes contables correspondientes a está Unidad.

13. Rendir informes periódicos :d<2-las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos
Jurídicos, con destino.al Despacho del Fiscal General delaNación.

4.

5.

4 vi
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14. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y el Director(a) de
Asuntos Jurídicos.

ARTÍCULO CUARTO. Defensa Jurídica a Nivel Departamental y Municipal. La
Defensa Jurídica de la Fiscalía General de la Nación en los procesos en los que es parte o
interviniente ante los despachos administrativos y judiciales distintos a los ubicados en la
ciudadde BogotáD.C., estaráapoyadapor los servidores déla Direcciónde Asuntos Jurídicos
con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, quienes cumplirán las siguientes
funciones:

1. Asumir la representación de la-Entidad dentro de los procesos prejudiciales, judiciales
y administrativos en losque tenga la calidad de parteo interviniente, en los eventos en
que el Director(a) de Asuntos Jurídicosr.o el Coordinador de la Unidad de Defensa
Jurídica así lo dispongan mediante poder. • .'

2. Realizarseguimiento a las actuaciones y reportara la SecretaríaComúnde la Dirección
de Asuntos Jurídicos las novedades dentro de los procesos prejudiciales, judiciales y
administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o interviniente y que se
adelanten en la ciudad o municipios comprendidos por la correspondiente Dirección
Seccional. ♦

Remitir oportunamente a laSecretaría Común de laDirección deAsuntos Jurídicos, en
físico y/o en medio magnético, los documentos correspondientes a todas las
actuaciones surtidas o pendientes por atender dentro de los procesos prejudiciales,
judiciales y administrativos en los.que ía Entidad tenga la calidad de parte o
interviniente. ' .

Elaborar y remitir, dentro de los términos establecidos por élComité de Conciliación
de la Entidad, a la Secretaría Técnica del Comité, los estudios jurídicos a que haya
lugar, en los procesos judiciales, prejudiciales yadministrativos en los queja Entidad
ostente la calidad de parte o interviniente.

5. Atender.con carácter prioritario los requerimientos de información que se les formulen
desde el Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos o de-la'Unidad de Defensa
Jurídica para la adecuada defensa de losintereses cte laEntidad en los procesos en los
que es parte o interviniente.

Las: demás funciones-que les sean asignadas por el Fiscal General de la Nación, el
Director(a) de Asuntos Jurídicos y/o el Coordinador(a) de la Unidad de Defensa
Jurídica.

j.

4.

6.

PARÁGRAFO PRIMERO;En las ciudades-o municipio;! en dónde laDirección de Asuntos
Jurídicos no cuente con servidores para éldesarrollo de las funciones de defensa asignadas,
las Direcciones Seccionales designarán los servidores que se requieran.

•, • •
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ARTÍCULO QUINTO. La expedición de los actos administrativos que definen las
situaciones administrativas de los servidores adscritos a la Dirección de.Asuntos Jurídicos Con

ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, corresponderá al servidor compétente para
el efecto previa aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos.

ARTÍCULO SEXTO. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual.
ElDepartamento de Jurisdicción Coactivay Competencia Residualde la Dirección de Asuntos
Jurídicos.cumplirá las siguientes funciones: >.••'•

1. Adelantar el procedimiento administrativo de cobro por. jurisdicción* coactiva,
conforme a la regulación propia de la materia, a la reglamentación interna y a las
directrices que imparta el .Director(a) de Asuntos Jurídicos. En desarrollo de esta
función, el Coordinador del Departamento ejercerá en nombre de; la Fiscalía General
de la Nación la facultad ejecutora de las obligaciones creadas a su favor y podrá
declarar de oficio o a solicitud departe, la prescripción de las obligaciones ejecutadas
a través del procedimiento de cobro.coactivo.

Adelantar la defensa judicial de la Entidad, en.los procesos iniciados con "ocasión al
ejercicio del procedimiento de cobro coactivo.

Representar judicialmente alaEntidad en los procesos adelantádós%ite-lajiirisdicción
ordinaria y/o en las acciones ejecutivas que .se promueven en la jurisdicción
contencioso administrativa, en los que-es parte o interviniente procesal.

4. Elaborar ysustentar ante elComité dé;Conciliación de la Entidad,los estudios jurídicos
en los que se analicé laprocedencia.de laacción de repetición.

5. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos que se adelanten por el medio
de control de repetición cuya procedencia determine elComité de Conciliación dé lá
Fiscalía General de la Nación, con el fin de recuperar los valores^pagados por la Entidad
como consecuencia de sentencias condenatorias oacuerdos conciliatorios aprobados.

6. Constituirse como víctima dentro de los procesos penales, previo estudio de la
pertinencia de hacer a la Entidad parte en el proceso conforme a los antecedentes del
mismo, para participar en el incidente de reparación integral aréfecto de.obtener una
indemnización económica a favorde la FiscalíaGeneral de;la:Nación. ' ••

7. Rendir informes periódicos' de las funciones a: cargo al ^Diréctor(a) de Asuntos
.Jurídicos, con destino al Despacho del'Fiscal General dela Nación.. -

8. Las demás que le'sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y/o el Director (a)
de Asuntos Jurídicos.

PARÁGRAFO. La Dirección, de-Asuntos Jurídicos podrá requerir^í¿.colaboración de las
dependencias de la Entidad en el ¿esarrbl^ actividades-pépias-deJos procesos
asignados aeste Departamento, la cual deberáser prestada de manera prioritaria por el servidor
requerido.

2.

3.

•. --. .-•

w

'

.



FISCALÍA



4.

5.

•:• rt-ih.-- ••v;,;:o -.
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ARTÍCULO SÉPTIMO. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. LaUnidad de
Conceptos y Asuntos Constitucionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las
siguientes funciones:

1. Proyectar los conceptos quesean requeridos por las distintas.dependencias sobre temas
institucionales para mantener la unidad de criterio jurídico en la Fiscalía General dé la
Nación para posterior firma del. Director(a) deAsuntos Jurídicos.

2. Elservidor (a) que sedesigne como coordinador de esta Unidad podrá emitir conceptos
y responder peticiones ciudadanas en los asuntos que determine el Director (a) de
Asuntos Jurídicos.

3. Apoyar el estudio, análisis de"constitucionalidad y seguimiento al trámite de los
proyectos de ley yactos legislativos quecursen ante el Congreso dé.la.República^ sobre
materias que tengan incidencia en la Entidad^en aquellos eventos que determine el
Despacho del Fiscal General de la Nación. •

Elaborar los proyectos de actuaciones ante la Corte Constitucional de interés para la
Entidad cuando el Fiscal General de laNación.así lo disponga.
Efectuar larevisión deanteproyectos,.proyectos de ley ydemás documentos solicitados
por el Despacho del Fiscal General de la Nación.

6. Ejercer la representación de la Entidad, en losprocesos constitucionales en.los.que la
Entidad, sea parte o interviniente-procesal que no sean competencia de otra
dependencia.

7. Preparar para la firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos los informes" requeridos
por la Corte Constitucional en autos de seguimiento, asignados por el Despacho del
Fiscal General de la Nación. ,

8. Realizar el control de legalidad de los actos administrativos requeridos por las
dependencias de la Entidad.

9. Revisar para consideración y aprobación del Director(a) de ¡Asuntos Jurídicos, los
documentos, estudios y directivas que sblicite el Despacho del Fiscal General de la
Nación para la definición y formulación de políticas, lincamientos y directrices de
interpretación en los temas constitucionales y legales que afecten o involucren;los
objetivos misionales de la Fiscalía.General de la Nación.

10. Elaborar los boletines de relataría de jurisprudencia relevante-pafa las labores, de la
Entidad y casos exitosos sobre buenas, prácticas en el ejercicio de la función de
investigación y acusación de ia Entidad, y organizar su publicación.

11. Rendir informes periódicos de las funciones a.cargo al Directora) de' Asuntos
•Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General delaNación. :

12. Las demás que le sean asignadas por el Director (a) dé Asuntos: Jurídicos y/o el Fiscal
General de la Nación. .:' •-'•-
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CAPITULO II

OTRAS DISPOSICIONES

ARTICULO OCTAVO. Delegaciones Especiales. Delegar en el Director(a) de Asuntos
Jurídicos y en el Coordinador (a) de la Unidad'Defensa Jurídica, la facultad de otorgar poder
para ejercer la representación de la Fiscalía General de. laNación en los.procesos judiciales,
extrajudiciales, prejudiciales, administrativos en.losque sea parte la,Entidad conforme a lo
previsto enel artículo 77 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012.

ARTICULO NOVENO. Los procesos .que cursen en los despachos judiciales y
administrativos del país, podrán ser atendidos por funcionarios distintos a los •servidores
adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las.Direcciones
Seccionales, cuando el Director(a) de Asuntos Jurídicos, por necesidades del servicio, así io
determine mediantepoder.

ARTICULO DÉCIMO. Vigencia. La presente, resolución rige a partir de la fecha de su
publicación, modifica en lo pertinente la¡ Resolución No. 0-2570 de 2017 y deroga las
Resoluciones Nos. 0-0582 de 2014, 0-0257 de 2015 y 0-4117 de 2016, y-las demás
disposiciones que le sean contrarias.

COMUNÍQUESE V CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C., alos 2 0 HAIt

NESTQRppMBERTÓM
FISCALfeENERAL DE LA NACIÓN

•. •
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ACTA DE POSESIÓN

. "-) A 9•j O 'x £

con Cédula de ciudadanía No SS rrÍ 4T T0R7;S CASTAÑO, identificada

igualmente, se le enteró del artículo 6o. de! laieTm dé 1995 ' ^

Para esta posesión se presentó la siguíenteldocumentación: ' .
-•.:• Carta.de Aceptación '•'.

••l:: •:l>Certificado Antecedentes de Policía Nacional
:7¿pí -'iSESP^S de Pesporísabilidad FiscaíiContraloría .
:,......Certificado Antecedentes Disciplinarios Procuraduría

.--... ...Certificado de Deudores Morosos
Certificado de: Antecedentes Disciplinarios de Abogados

.-.-.:. Copia de la Tarjeta Profesional

Para constancia,^, firma la presente Acta plor quienes en ella intervinieron.

'-"iM-vv^.^ ~4
NELBI YOLANDA ARENAS HERREÑO
Jefe Departamento Administración de Persorjál (E)

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO
Posesionada '

ui•.• lJOCüMBiST'Ü ES FÍEteCÓW* DE LA CO'PfA |
; guE reposa en eldepartamento i.

DE.\DMINISTRAaÓ>NDBPRK50NAL

DERARTAMEhrit):AÜJ^SíISTVAaÓN' DE PERSONA L.
^A^g^gKAL SE-LA NACIÓNDRL/ Leticia Beltrán R.

?<•/••.••-•• •;."íjí )^:y-:V¿-. •,?:^*^,v>D ° R: 57.;d 2CT0'0 - *^:X-9 oOO Eyt s . 20

';<•! • •
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Bogotá D.C., 04 de abril de 2018

Doctora
SÓÑÍAWÍIUÉNA TORRES CASTAÑO
Direccíón de Asg ntos Jurídicos
Fiscalía-General de la Nación
Ciudad

Radicado No- 20181500002733
Oficio No. DAJ-10400-

04/04/2018

Página 1 de 1

Respetada doctora Sonia,

Con ocasión de la expedición de la Resolución No. 0303 del 20 de marzo de
201:&¿ por medio de la cual el Fiscal; General de la Nación "establece la
organización interna deílaüireccióndéA^
continuidad a la función¡Sfe coordinación:quevierie^d^
atenta ;mé permito ratificar su designación como Coordinadora dé la Unidad
de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos. Las funciones
asignadas a la mencionada Unidad se encuentran consagradas, en el artículo
3' deíá Resolución No. 0 0303 del 20 démarzo de 2Q1B,:por medio de la cual
el Fiscal General de la Nación estableció la organización interna de esta
Dirección.

Cordialmente,

NTERO

Directora de Asuntos Ju&raicos

Fiscalía General de la Nación

Proyectó: Johanna Pinto GarclaJUY

^

DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS
"' """ "- '" n< »ir\nuv r. piro 3. BOGOTÁ D.C Código Po«tal 111321

fiscalía

. • .. ;•:'-• '-,.,*.
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RESOLUCIONN'00°2 79 O»
"Por medio de la cual se reubica un empleo en la planta do personal de la Fiscalía

General do la Nación"

EL DIRECTOR NACIONAL DE APOYO A LA GESTIÓN

En uso de sus facultades legales ydelegadas, en especiarías que le confiere el articulo
3o de la Resolución N°0-O922 de 2014, y

CONSIDERANDO

Que el parágrafo Vdel articulo 2o del Decreto Ley 018 del 9de enero de 2014 dispuso
que corresponde al Fiscal General de la Nación distribuir los cargos de las plantas de
personal en cada.una de las dependencias de la institución. '

Que el numeral 26 del articulo 4o del Decreto Ley WpmilSá* enero de 2014 establece
como función del Fiscal Genera, de la Nación. ^/¿/rZ/W, trasladar yreubicaríostmp eos
dentro de las plantas globales yflexibles de la entidad ydeterminar sus funciZs ríe
acuerdo con las necesidades del servicio- • ° es' no

^É^^W^r^ M^n 8e-hace neCeSari0 reub,car e,'car90 deLAFONT PAYarfTS¿'q^ oslen * «* señora MARGARITA SOFÍA OSTAU DELAFONT PAYARES, identificada con la cédula de c.udadania N° 45 495 730 de la
Dirección de Control Disciplinario - Nivel Central ala Dirección Jurídica -AtK
Que en mérito de lo expuesto este Despacho,

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO.-Reubicar el cargo de PROFESIONAL FXPFRTn n,,.;,, , .señora;MARGARITA SOFÍA OSTAU DE ÉÍF^^^^^^^ Q Stenta 'a

Jurídica, ala Dirección Sea- Aflánfco va£\SS£ D'sc:plinarío- a la D™ed6n

ARTICULO CUARTO.- La presenta resolución rige apartir de lafecha de su expedición.
COMUNIQÚESE YCUMPLA

Dada-en/Bogola D.C., a

f*rov»tló

R«vl»ó

Aprobó:

jospj/roB
Direiffcr. Nació;riáTde:;Apoyo

NOM «»*-.'

EU f.of»rt>.K.

Lo» «Ttoi lumsniflt Oaclaramo* ciw1 h
^^i^"*»-^^
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